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El extractivismo 

(neo)liberal 

en Guatemala

Una mirada histórica crítica 

a la formación del Estado 

y la explotación del agua 

Introducción

En los años dos mil, las industrias extractivas de Guatemala au-
mentaron su consumo de agua sustancialmente (Padilla, 2019). 

La explotación del agua en Guatemala es una actividad privada pero 
promovida por el Estado con base en un plan de desarrollo económi-
co dominante de carácter global, con el que se aprovecha el agua en 
su cualidad de recurso natural (Stensrud, 2017). Este plan consiste en 
atraer inversión extranjera directa (IED) para que las empresas trans-
nacionales y sus socios locales se encarguen de explotar los recursos 

naturales en los territorios. El consumo del agua es imprescindible en 
la mayoría de proyectos de este tipo.

Según Hidalgo-Bastidas, Boelens e Isch (2018), la evidencia in-
dica que los megaproyectos extractivos producen nuevas relaciones 
jerárquicas que ordenan a las personas bene�ciadas por encima de las 
que son afectadas por el control ejercido sobre las fuentes de agua, 
así como por la distribución desigual del impacto socioambiental. En 
muchas ocasiones, el avance de estos proyectos produce con�ictos 
locales que tienen que ver con el impacto negativo en el �ujo de ríos, 
el acceso a manantiales y fuentes de agua comunitarias. Todo mega-
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proyecto extractivo recon�gura el ciclo hidro-social del ecosistema en 

el que se implanta (Swyngedouw, 2009; Stensrud, 2017).

En Guatemala, la recon�guración de los territorios que favore-

ce el desarrollo de proyectos mineros e hidroeléctricos, o la produc-

ción de palma africana –sin hablar de los monocultivos tradicionales, 

como la caña de azúcar o el café– ha sido explicada como un proceso 

más amplio de cambio a nivel “estatal”, en el que los recursos produc-

tivos y coercitivos del Estado son puestos al servicio de la articulación 

de los territorios con las lógicas globales de acumulación de capital 

(Hale, citado en Aguilar-Støen y Hirsch, 2016, p. 2).

En este estudio se argumenta que la recon�guración de los te-

rritorios también tiene que ver con una larga historia de políticas 

extractivistas con las que se han implementado distintos procesos de 

“acumulación por desposesión”1 (Harvey, 2003; Mazariegos Rodas, 

2018), que en la actualidad recaen más que nunca en la explotación 

de los recursos naturales y del agua en Guatemala. El extractivismo 

en Guatemala se monta sobre un legado de apropiación y explotación 

de la naturaleza por distintas alianzas de conveniencia entre élites 

transnacionales o regionales y la clase política, forjadas en distintos 

momentos históricos. 

Ya sea que se esté hablando –como se verá en lo que sigue– de las 

prácticas rentistas de los capitalistas (trans)nacionales, de la toma del 

Estado por la “coalición liberacionista” y su intento de colonización 

de la Franja Transversal del Norte, o del “Estado dentro del Estado” 

de los monopolios estadounidenses, la formación del Estado-Nación 

1 El concepto de acumulación por desposesión o despojo de Harvey proviene de la crí-
tica del concepto de acumulación primitiva u original que acuñó Marx. Según Harvey 
(2003), no hay razón de relegar las “prácticas predatorias, violentas o fraudulentas” 
con las que se puede llegar a acumular capital a una etapa previa al capitalismo. La 
historia geográfica del capitalismo invita a reevaluar el papel continuo y persistente 
de estas prácticas en los procesos de “sobreacumulación” que producen mayor des-
igualdad en el mundo (pp. 143-144). Un tratamiento específico del caso guatemalteco 
fue desarrollado anteriormente por Mónica Mazariegos Rodas (2018). 

siempre ha incluido operaciones extractivas violentas con las que se 

facilita la explotación de los territorios a favor de un proceso transna-

cionalizado y corporativizado2 (Mazariegos Rodas, 2018) de acumu-

lación de capital. 

Precisiones teóricas y metodológicas

El argumento se sustenta en una revisión bibliográ�ca de distintos 

cuerpos de literatura especializada, con la cual se creó un relato his-

tórico crítico que cuenta las formas que adopta el extractivismo en el 

país. Se consultó la literatura sobre el extractivismo en el mundo, así 

como la aplicación del concepto en el caso guatemalteco. También 

se acudió a la historia para recuperar el rastro de la implantación del 

modelo extractivista en Guatemala, dado que la génesis del extrac-

tivismo viene desde la Colonia (Harder Horst, 2019; Acosta, 2012; 

Avancso, 2017). Otro corpus de textos fundamentales es el que aporta 

sobre la economía política del país y las lógicas de acumulación de 

capital de las redes familiares oligárquicas (Casaús Arzú, 2010) en el 

presente. 

El análisis se inspira en algunos principios teóricos básicos prove-

nientes de la teoría crítica del Estado (Jessop, 2016), la critical space 
theory (Harvey, 2003; Martín, 2017), así como la ecología política la-

tinoamericana y el programa epistemológico poscolonial (Alimonda, 

2011; Lander, 2000). 

Existen puntos de encuentro entre todas estas teorías que justi�-

can el ejercicio: primero, tanto en la teoría crítica del Estado como en 

la critical space theory se hace énfasis en la deconstrucción de lo que se 

2 La corporativización del Estado refiere a la “relación simbiótica entre los Estados y 
las corporaciones multinacionales para adecuar las políticas públicas y legislaciones 
a intereses económicos privados y blindar a las corporaciones a través de la lex mer-

catoria” (Mazariegos Rodas, 2018, p. 9). 
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entiende por Estado, nación o territorio. Esta deconstrucción parte 

del principio que el Estado no es un actor monolítico, racional, libre 

de contradicciones. Ni siquiera es, en sentido estricto, un “actor”. 

Al contrario, el Estado es una entidad policontextual y polimór�ca 

(Jessop, 2016), en la que se producen luchas y con�ictos por orientar 

la acción estatal, en distintos momentos históricos y niveles de inter-

vención social. 

Esto no quiere decir que a lo largo del proceso de construcción 

del Estado no se lleguen a producir distintas “cristalizaciones” de al-

gún principio dominante de organización social (Jessop, 2016, p. 

44). El extractivismo y la importancia del agua se analizan tomando 

en cuenta esto último. 

Un segundo principio de investigación tiene que ver con la pro-

puesta teórica sobre la relación entre el Estado y el agua. Swynge-

douw y Menga (2018) proponen que la articulación entre el Estado 

y el agua sucede mediante ensamblajes; es decir, agrupaciones hete-

rogéneas de actores y fuerzas que operan en los niveles social, econó-

mico y político, y que, desde el Estado, construyen una red nacional 
de intereses, en contextos históricos especí�cos, que puede ser ana-

lizada alrededor de la construcción de infraestructura de control y 

distribución del agua (p. 5). Estos ensamblajes no se circunscriben 

a los límites territoriales nacionales; para considerar adecuadamente 

el alcance del ensamblaje, es necesario considerar el desarrollo de las 

“políticas de escala” (Swyngedouw y Menga, 2018) que vinculan la 

toma de decisión centralizada con la escala internacional o las políti-

cas de cuenca, a nivel regional. Este es otro punto de entronque con 

la critical space theory (Martín, 2017). 

Las limitaciones del estudio tienen que ver con la escala escogi-

da de análisis y el enfoque especí�co sobre el Estado. Al escoger la 

escala “nacional”, el riesgo evidente es obviar la complejidad de los 

procesos regionales hidro-sociales, así como las particularidades de 

las con�guraciones locales de poder, que pueden variar drásticamen-

te de un territorio a otro. Por otra parte, el énfasis en interpretar la 

formación de una “racionalidad estatal” centralizada conectada con el 

extractivismo puede desembocar en la minimización del aporte de los 

con�ictos y las luchas sociales a la formación del Estado. 

Recurrir a la teoría crítica del Estado permite reconocer la ne-

cesidad de romper con una visión idealizada de la soberanía estatal 

–la idea que la administración pública en sus distintas escalas ejerce 

un control homogéneo o “total” sobre el territorio y la población al 

interior de las fronteras nacionales– y, al contrario, proponer una 

lectura �uida sobre los “ensamblajes” de poder que in�uyen sobre las 

decisiones estatales. 

También se reconoce en este estudio la existencia de patrones de 

control y poder “estructurales” dominantes que se mantienen pese al 

�ujo de la historia. En este sentido, Martín (2017) argumenta que 

el extractivismo está circunscrito por las estructuras de dominación 

evidentes en el control del territorio (p. 29). En este tipo de Estado, 

el extractivismo parece montarse sobre el modelo económico colonial 

y sobre un imaginario nacional eurocéntrico que “naturaliza” el “des-

pojo racializado” de los pueblos originarios3 (Ybarra, 2017; Avancso, 

2016), sobre todo en un país en el que estos últimos representan más 

del 40% de la población total (INE, 2019). Es decir, lo nacional no 

es solamente un nivel de toma de decisión gubernamental, también 

es un modelo de imposición cultural “desde arriba”. 

Sobre este último punto, un planteamiento de la ecología política 

latinoamericana y la teoría poscolonial es reconocer que los proble-

mas de “distribución ecológica” (Whitehead, Jones y Jones, 2005) se 

derivan de la apropiación desigual de recursos, fundada en relaciones 

de clase/raciales, vinculadas con el momento fundante colonial. En 

este caso se puede hablar de una matriz de relaciones de poder “que 

3 El racismo de Estado es analizado en otros capítulos del presente informe. 
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está vigente en América Latina desde el período colonial, y que tuvo 

como predicado central el acceso a la tierra y otros recursos naturales 

y su control” (Alimonda, 2011, p. 44). Esta matriz colonial de poder 

sería la contracara material de la construcción histórica de las identi-

dades raciales y la “dominación blanca”, tal y como lo planteó en su 

momento Aníbal Quijano (2000).

Un elemento metodológico �nal a mencionar, sin el cual este 

análisis no hubiera sido posible, tiene que ver con las actividades de 

socialización y retroalimentación grupal con el equipo de RIVERS 

y otros colegas, tales como el seminario interno sobre hidro-extrac-

tivismo del Proyecto ERC RIVERS; las jornadas de presentación de 

resultados y retroalimentación del equipo llevadas a cabo en un taller 

interno en San Marcos La Laguna; y el taller de socialización de resul-

tados con colegas activistas y académicos realizado en la Fundación 

María y Antonio Goubaud Carrera, en Guatemala, de septiembre a 

noviembre de 20214.

El modelo neoliberal extractivo hídrico 

en Guatemala

Es posible de�nir el proceso extractivo en el siglo XXI como la extrac-

ción a gran escala de materia prima poco procesada y luego exportada 

para abastecer la demanda mundial; un proceso justi�cado en los 

países exportadores de naturaleza como una vía para el desarrollo 

(Burchardt y Dietz, 2014; Gudynas, 2009, 2015; Dietz y Engels, 

2017; Acosta, 2012; Aguilar-Støen y Hirsch, 2016). 

4 Esta investigación ha sido posible gracias al proyecto de investigación RIVERS - Wa-
ter/human rights beyond the human? Indigenous water ontologies, plurilegal encoun-
ters and interlegal translation, financiado por el Consejo Europeo de Investigación 
(ERC) en el marco del programa de investigación e innovación de la Unión Europea 
Horizon2020, Acuerdo de Subvención N° 804003.

El fenómeno más amplio del extractivismo ha sido de�nido ya 

sea como un modo de acumulación, un consenso político-económi-

co-narrativo o un proceso de colonización de la naturaleza (Martín, 

2017, p. 24). En todos estos casos se trata de vincular la instalación 

de procesos extractivos en países del Sur con la demanda mundial 

que viene del Norte o de las potencias mundiales emergentes como 

China o India, en el marco de un nuevo consenso internacional sobre 

lo que implica el desarrollo (Svampa, 2013), que actualiza el debate 

sobre la supuesta ventaja comparativa de las excolonias en la división 

internacional del trabajo. 

Dicha “ventaja”, que consiste en aprovechar la disponibilidad de 

tierras y las condiciones climáticas favorables en las excolonias para 

producir materia prima, ha sido fuertemente criticada desde los tiem-

pos de la teoría de la dependencia (Roitman Rosenmann, 2008), ya 

que vulnera la economía exportadora a las !uctuaciones de los pre-

cios internacionales de materia prima, entre otros males de la llamada 

“maldición de los recursos”. 

Según Acosta (2012), el extractivismo produce una “economía 

de enclave” que no permite encadenamientos productivos y refuerza 

la condición de dependencia con el mercado internacional, al mismo 

tiempo que produce una serie de efectos de poder que degradan la 

“calidad democrática” del régimen político. Destaca en este caso la 

concentración de la riqueza en pocas manos y, por extensión, del 

poder político que ostentan los entes empresariales bene�ciados, en 

relación a débiles Estados nacionales (p. 93). Estas economías de en-

clave producen, además, mentalidades y prácticas rentistas (Acosta, 

2012, p. 87; 95)5. 

5 El rentismo se puede comprender de dos formas: una es el rentismo de Estado, 
que tiene que ver con los ingresos derivados de actividades no productivas, como 
la explotación de bienes naturales (Coronil, 1997), otra es el rendimiento económico 
que obtienen individuos u organizaciones de la explotación de sus “bienes e inver-
siones”; inversiones o bienes que en este caso no les pertenecen completamente. Tal 
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En la crítica al extractivismo, se revisa y corrige, por así decirlo, la 

crítica a la división internacional del trabajo, desde el hilo conductor 
del proceso extractivo que vincula a los sitios de extracción con la 
demanda mundial, y todas las implicaciones económicas, sociales, 
ambientales y políticas que conlleva, en las distintas escalas del fenó-
meno (Martín, 2017). 

La diferencia entre extractivismo neoliberal 

y neo extractivismo

El modelo de enclave es histórico y se perpetua a lo largo del desa-
rrollo del capitalismo mundial. Existe una profunda conexión entre 
el extractivismo, el inicio del capitalismo mundial y el colonialismo 
(Lander, 2000). La crítica poscolonial parte de reconocer que el ori-
gen del sistema económico mundial fue posible gracias a los procesos 
violentos de conquista y colonización de América, Asia y África, con 
los que se instaló la explotación de mano de obra indígena en minas 
o plantaciones (Quijano, 2000; Acosta, 2012; Harder Horst, 2019; 
Avancso, 2017; Willow, 2016; Svampa, 2019). Razón por la cual 
Machado Aráoz (2017) situa su origen en el descubrimiento español 
del Cerro Rico del Potosí, en 1545.

En su forma contemporánea, Eduardo Gudynas distingue entre 
el tipo clásico y el neo extractivismo (Gudynas citado en Martín, 
2017, p. 24). El clásico se re%ere al modelo impulsado en la época de 
la consolidación del modelo económico neoliberal, que duró de %na-
les de los años ochenta a inicios de los dos mil (Webber, 2017, p. 15). 
Este tipo de extractivismo consiste en la privatización de las activida-
des de extracción y exportación de materia prima (Burchardt y Dietz, 

es el caso del agua, que suele ser considerado un bien común, sujeto a algún tipo de 
regulación pública. 

2014), así como la desregulación de mercados y la liberalización de 
&ujos de capital transnacional a lo largo de las fronteras nacionales 
(Veltmeyer y Petras, 2015, p. 48). Esta es la opción preferida por 
gobiernos conservadores en América Latina (Martín, 2017, p. 23). 

En el extractivismo clásico, un mercado fuerte es habilitado y 
protegido por el Estado, y el capital es la prioridad por encima de las 
necesidades humanas o de la naturaleza (Burchardt y Dietz, 2014; 
Hidalgo-Bastidas, Boelens e Isch, 2018). 

Al contrario, el neo extractivismo se re%ere a la política económi-
ca de algunos países sudamericanos que pretenden haber entrado en 
una fase “posneoliberal” de desarrollo (Dietz y Engels, 2017; Veltme-
yer y Petras, 2015). En los años dos mil, varios gobiernos recién elec-
tos de izquierda o centro-izquierda se montaron sobre el boom de los 
precios internacionales de materia prima, propiciado por la demanda 
china, para salir de la recesión económica en la que se encontraban 
(Webber, 2017, pp. 15-17). El encauce de la economía sucedió a 
través de la nacionalización de empresas extractivas, un mayor con-
trol estatal de las rentas e inversiones en programas sociales (Dietz y 
Engels, 2017, p. 2). 

La participación del Estado en la canalización y distribución de 
las rentas extractivas, el aumento de impuestos para estas actividades 
y el desarrollo de programas públicos (Martín, 2017 p. 24) produjo 
una ruptura parcial con el neoliberalismo, ya que el Estado adoptó 
un rol activo en la economía, mientras que la tónica neoliberal se 
basó en reducir al máximo su participación en este ámbito. De esta 
forma, los gobiernos neoextractivistas buscaron legitimar la apuesta 
por la re-primarización de la economía nacional (Martín, 2017). 

Existen intensos debates sobre la utilidad del extractivismo para 
propiciar desarrollo económico y social, sobre todo en el neoextracti-
vismo (Gudynas, 2009; Acosta, 2012; Burchardt y Dietz, 2014; Velt-
meyer y Petras, 2015; Gago y Mezzadra, 2015; Dietz y Engels, 2017; 
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Svampa, 2019). Aunque estos gobiernos supieron re-funcionalizar la 

idea de la ventaja comparativa (Harder Horst, 2019), los resultados 

económicos positivos no impidieron la reproducción de los efectos 

negativos (económicos, sociales, ambientales y políticos) que afectan 

a los países “exportadores” de naturaleza6. 

El extractivismo en Guatemala

La crítica de Acosta (2012) al extractivismo contemporáneo, en sus 

distintas variantes, es bastante categórica: 

“La historia de la región nos cuenta que este proceso extracti-

vista ha conducido a la generalización de la pobreza, ha dado 

paso a crisis económicas recurrentes, al tiempo que ha conso-

lidado mentalidades “rentistas”. Todo esto profundiza la débil 

y escasa institucionalidad democrática, alienta la corrupción, 

desestructura sociedades y comunidades locales, y deteriora 

gravemente el medio ambiente” (pp. 88-87).

Guatemala no es una excepción al caso, y se puede argumentar que 

los efectos negativos planteados por Acosta (2012) son llevados a un 

punto extremo. 

Aunque la importancia económica del extractivismo en la econo-

mía nacional no se compara con la experiencia sudamericana (Sego-

via, 2021), el modelo en Guatemala siguió de todos modos el patrón 

latinoamericano de montarse sobre el boom de la demanda mundial 

de materia prima, vinculado a extractivismos de “tercera y cuarta ge-

6 Por ejemplo, la degradación del ambiente es un efecto de la actividad extractiva, 
como lo es también la división comunitaria (entre aquellos que apoyan los proyectos 
y los que se oponen) o la corrupción burocrática para permitir la proliferación de 
proyectos extractivos. Estos epifenómenos suceden seguido en las comunidades que 
viven cerca de los sitios de extracción (Svampa, 2019; Bull y Aguilar-Støen, 2016).

neración, caracterizados por el uso intensivo de agua, energía y re-

cursos” (Svampa, 2019, p. 15), en un marco general de promoción 

agresiva de la IED en Latinoamérica. 

Los cambios económicos en la región centroamericana desde los 

años setenta, es decir, los intentos de dejar atrás un modelo capita-

lista agroexportador a favor de una economía diversi$cada, se topan 

en Guatemala con factores “estructurales” importantes, como la per-

manencia de estructuras monopólicas y oligopólicas, una “estructura 

agraria” muy concentrada y polarizada, y la gran in%uencia que tienen 

las élites económicas terratenientes en el Estado (Segovia, 2021; Bull, 

2008; Bull y Aguilar-Støen, 2016; Bull, Castellacci y Kasahara, 2014). 

Dichas élites han sabido montarse sobre las olas de cambio eco-

nómico y político, sin tener que sacri$car el control histórico de la 

agenda macroeconómica de cada país. En ese sentido, Segovia (2021) 

argumenta que la región entera se encuentra en una fase de desa-

rrollo de un tipo de capitalismo “rentista-transnacional”, en el que 

las actividades que entran dentro del extractivismo solo serían un 

componente más dentro de un modelo dominado por los intereses 

de las multinacionales estadounidenses y los grupos económicos cen-

troamericanos transnacionales, que controlan la entrada del capital 

extranjero al país. En esta economía, el Estado es una entidad poco 

desarrollada, “con baja capacidad redistributiva y reguladora del mer-

cado” que permite, además, el daño ambiental y la división en las 

comunidades rurales (Segovia, 2021, p.71; Véliz, 2015). 

En este contexto, la explotación del agua es un elemento clave 

en la producción de productos “no tradicionales” para exportación 

(palma africana, minerales, electricidad, etc.), mientras que el acapa-

ramiento de tierras produce un nuevo tipo de control socio-territorial 

basado en la explotación de las fuentes compartidas de agua, sin ofre-

cer medidas de mitigación para las comunidades que se ven afectadas 

en su consumo ordinario de agua.
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Aquí se debe marcar una distinción importante entre el neoex-
tractivismo y el extractivismo en Guatemala: la promoción agresiva 
de la IED y la instalación de megaproyectos extractivos sucede sin la 
expansión del control formal del Estado del extractivismo. Conforme 
avanza el modelo, no se han nacionalizado empresas, ni han aumen-
tado sustancialmente los impuestos o el porcentaje de regalías a favor 
del Estado. El gobierno tampoco elabora programas de desarrollo so-
cial usando las rentas de estas actividades, pese a la pobreza que azota 
a la mayoría de la población. 

El momento constitutivo de los años noventa

El modelo de Estado extractivo neoliberal fue instalado durante la 
transición democrática y las negociaciones de paz. En 1996, el go-
bierno de Álvaro Arzú Irigoyen (1996-2000) reformó las leyes con 
las que se gestionaban los recursos naturales para permitir la entrada 
de la IED al país –Ley General de Electricidad, Ley de Minería– (Pa-

dilla, 2019), al mismo tiempo que terminó el proceso de $rma de la 
paz entre el ejército y la guerrilla. 

Lo común en la proliferación de plantaciones de palma africana, 
de licencias de exploración y explotación para instalar proyectos de 
minería metálica, y la instalación de plantas hidroeléctricas, es que 
todos son proyectos que buscan explotar las condiciones hidrográ$-
cas ventajosas del territorio guatemalteco, así como de una adminis-

tración laxa y permisiva, en un Estado en el que no existe legislación 
especí$ca para administrar el agua, ni una sola política de plani$ca-

ción hídrica nacional (Padilla, 2019)7. 

7 Pese a que en la Constitución Política de la República el agua es reconocida como un 
bien público, imprescriptible e inalienable, la ausencia de una Ley de Aguas significa 
que el agua es regida por la pura tradición legal-liberal de considerarlo un bien priva-
do o un bien objeto de “aprovechamientos especiales” (Padilla, 2019). 

No obstante, el país cuenta con condiciones climatológicas y to-
pográ�cas favorables que le otorgan una importante ventaja geoestra-
tégica y económica a escala de Meso y Centroamérica: las 38 cuencas 
que transcurren y nacen en el altiplano proveen de agua a las tierras 
bajas del norte y la boca costa al sur. Varios de estos a�uentes atra-
viesan las fronteras “nacionales”, llegando hasta el sur de México, 
Honduras, Belice y El Salvador. 
Son los grupos económicos (trans)nacionales, es decir, la versión con-
temporánea de la oligarquía8 y las transnacionales, quienes se apro-
vechan del nuevo contexto económico, ya que han sabido adaptarse 
a los cambios en el mercado mundial, a la transición económica que 
inicia en los años setenta (Segovia, 2021) y a las oportunidades de 
negocio que se per�lan a nivel regional e internacional, en esta nueva 
etapa de acumulación. 

También han logrado in�uenciar la política macroeconómica del 
país, de tal modo que ningún gobierno civil de la época democrática 
ha revisado la restructuración neoliberal del Estado de los años no-
venta, a menos que se trate de profundizar en el modelo. 

8 “Oligarquía guatemalteca” es otra manera de llamar a un conjunto restringido de 
“corporaciones familiares” que fungen como una élite de poder o como estructuras 
de poder de larga duración que han empleado diversas estrategias desde la Colo-
nia y después de la Independencia “para preservar su preeminencia política y social 
hasta la actualidad” (Casaús Arzú, 2010, p. 25). La historia política de las sociedades 
centroamericanas no se puede contar sin hacer referencia a las redes familiares oli-
gárquicas, que mantienen un rol determinante en la economía y en el extractivismo, 
en países que nunca transitaron efectivamente de una sociedad tradicional agrícola a 
otra industrial (Bull, Castellacci y Kasahara, 2014; Marti, 1994). En la actualidad, se les 
conoce coloquialmente como el G-8, es decir, un grupo restringido de familias-cor-
poraciones que participan en monopolios u oligopolios de varios tipos. En este es-
tudio emerge seguido la huella de familias parte del G-8 como los Gutiérrez Bosch 
(Corporación Multi-Inversiones), Novella (Cementos Progreso) o Castillo (Cervecería 
Centroamericana) (Fuentes Knight, 2011).
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Mapa 1
Disponibilidad hídrica per cápita en Guatemala

(Estimación del estrés hídrico municipal)

Guatemala

al)

(m³/persona/año)
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> 40,000

20,000 – 40,000

10,000 – 20,000

5,000 – 10,000

1,700 – 5,000

1,000 – 1,700

500 – 1,000

< 500

Fuente: elaboración propia, con base en el mapa digital 
elaborado por la Unidad de Información Estratégica para 
la Investigación y Proyección UIE y el Iarna, con el apoyo 
del Incyt.
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Sobre este punto, destaca la transformación de la “matriz ener-

gética”9 del país a partir de 2007 hacia la producción de hidroelec-

tricidad y la consolidación del mercado energético nacional, en un 

contexto regional en el que se busca conectar la red de infraestructura 

eléctrica del Sur de México hasta el Norte de Colombia (El Observa-

dor, 2014; Viaene, 2015). 

Aunque son agentes estatales como el Ministerio de Energía y 

Minas (MEM) o el Instituto Nacional de Electri�cación (INDE) los 

que impulsan esta política, los bene�ciarios son en su mayoría los 

grupos económicos (trans)nacionales. Dichos grupos participan en 

la construcción de hidroeléctricas o en otros proyectos de generación 

de energía, a la vez que son los principales interesados en que avance 

la expansión del parque energético. Uno de los principales propósitos 

de la transformación de la matriz energética es alimentar los proyec-

tos extractivos instalados y por venir, en los diferentes territorios de 

extracción (Solano, 2009b; Viaene, 2015; Illescas citado en Padilla, 

2019, p. 30).

Con todo, el aporte de las actividades extractivas a la econo-

mía nacional es modesto comparado con el impacto que tienen en 

la economía de los países sudamericanos. Sobre este punto, pese al 

crecimiento sostenido de exportaciones y ganancias extraordinarias 

de las industrias extractivas desde mediados de los años dos mil, la 

minería metálica solamente representa el 0.4% del producto interno 

bruto (PIB) en Guatemala (CECON y CODIDENA, 2019, p. 129), 

mientras que del subsector se registraba en 2015 el mismo aporte a la 

economía nacional que en 2004 (Véliz, 2015, p. 64). Esto pese al alza 

extraordinaria del precio de la materia prima en el mercado mundial 

9 Por matriz energética se entiende el conjunto de fuentes de energía disponibles en 
el territorio nacional. La transformación de la matriz tiene que ver con los intentos 
del gobierno de reducir su dependencia en combustibles fósiles y aumentar la ge-
neración de energía renovable, en medio de un ambiente internacional en el que se 
favorece la construcción de proyectos de este tipo (Viaene, 2015). 

durante el superciclo de los commodities, de 2003 a 2013 (Svampa, 

2019 p. 12). No hay duda que las empresas extractivas instaladas en 

el país recuperan ganancias extraordinarias. En 2010, la Mina Mar-

lin, que explotaba yacimientos de oro en el departamento occidental 

de San Marcos, generó ganancias de US$ 1,594.6 millones, lo que 

equivalió al 27% del presupuesto nacional para ese año �scal. En 

comparación, las regalías que dejaron al Estado sumaron poco más 

de US$ 7 millones (Véliz, 2015, p. 65).

Pese a los vacíos de información o�cial sobre la economía minera 

(Véliz, 2015) la tasa de regalías que el gobierno cobra a la minería 

metálica está �jada en un margen de 1% obligatorio y 3% voluntario 

(CECON y CODIDENA, p. 13). Por su parte, la actividad petrolera 

paga 5% de regalías, mientras que las hidroeléctricas o las plantacio-

nes de monocultivo aprovechan de gratis el agua que consumen y no 

precisan de licencias de uso de aguas compartidas. 

El régimen extractivo 

y los ensamblajes históricos de poder 

Antecedentes del extractivismo: apropiación de 

tierras, trabajo forzoso y el control de las rutas 

comerciales

Durante la Colonia, la Audiencia de Guatemala no era una región ex-

tractiva importante comparada con México o Perú (Wortman, 2012, 

p.7). Aunque al inicio de la conquista se explotaron algunos yaci-

mientos de oro en Honduras, una vez se asentó la Colonia, la región 

se articuló al mercado mundial mediante cultivos comerciales como 

el cacao o el añil (Avancso, 2017, p. IX; Wortman, 2012). 
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En esta economía, el control de la producción y las rutas comer-
ciales era un eje sobre el cual giraba gran parte de la sociedad colonial 
(González-Izás, 2015). La ocupación de los territorios partía de la 
instalación de haciendas que explotaban la tierra gracias al recluta-
miento forzado de trabajadores indígenas, o mediante el cobro de 
tributos (Wortman, 2012). 

El modelo económico colonial volvió posible la explotación de 
los pueblos originarios, ya sea como trabajadores en las plantacio-
nes o mediante el cobro de tributos. Sin embargo, en la Colonia “se 
les permitía cierta autonomía y conservar algunas tierras comunales, 
para asegurar su sobrevivencia y la continuidad de los tributos y las 
encomiendas” (Avancso, 2016, p. 37). 

El control del genocidio iniciado durante la Conquista también 
siguió lógicas de enclave, ya que lo que se buscaba con el manteni-
miento de las reservas indígenas y la garantía de tierras comunales era 
su sobrevivencia para alimentar la economía de exportación. 

Según Ybarra (2017), con la independencia inicia la formación 
de un Estado-colono (settler state) que promovía un discurso sobre la 
pureza racial, asentado en una lógica de eliminación de las poblacio-
nes nativas, para luego re-ocupar los territorios con colonos europeos 
(p. 10).

De este modelo inicial se desprende una dinámica estructurante 
del orden económico poscolonial: la continuidad de la articulación 
de las nuevas Repúblicas con el mercado mundial, el lento proceso 

Mapa 2 
Regiones extractivas 

del territorio guatemalteco

Franja Transversal del Norte

Costa Sur

Exploración y explotación petrolera

Fuente: elaboración propia.
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de ocupación de territorios para explotar cultivos existentes o instalar 

nuevos cultivos de exportación, y el despojo de tierras comunales en 

las regiones donde los colonos percibían una oportunidad de negocio. 

Mientras que esta lógica de despojo y explotación laboral pare-

ce ser la base social del modelo �nquero del Estado liberal que se 

consolida más adelante en la historia (Tischler Visquerra, 1998), el 
gobierno independentista tuvo que enfrentarse a otro problema: la 
necesidad de instalar un gobierno central capaz de controlar el terri-
torio sin perder el vínculo económico que tuvo antes la Colonia con 

el mercado mundial. En ese sentido, la institución del nuevo gobier-

no no se comprende sin considerar la relación con el hegemón de la 

época ni los intentos entre distintos actores por controlar el territorio 

“nacional”, una vez que se fue la Corona española de la región. 

González-Izás (2015) habla de una “fragmentación provincia-

na” que caracterizó la época, de�nida por la disputa entre las élites 

“centrales”, los caudillos locales-regionales (los potentados provincia-

nos10) y la presencia hegemónica de Inglaterra en el Caribe, por el 

control de los territorios estratégicos para el comercio y la extracción 

de productos de exportación11. 

Desde su posición de poder, los potentados provincianos podían 

negociar con las autoridades centrales de la Audiencia rebajas de im-

puestos, disposiciones especiales para realizar comercio, obtener con-

cesiones de tierra y la adquisición de trabajadores indígenas en sus 

empresas, así como negociar los términos del pacto colonial con los 

10 Por ejemplo, los “potentados provincianos” del nororiente del país eran pequeños 
e influyentes comerciantes españoles y ladinos que manejaban el comercio legal e 
ilegal que transcurría por la región (la salida al Atlántico). Estos habían adquirido su 
influencia como fuerzas de choque militar, conocidas como “milicianos”, en la dis-
puta armada entre España e Inglaterra por el control del Caribe. Según González-Izás 
(2015) “el ser milicianos y salir vencedores en la guerra les ofrecía nuevos espacios de 
poder y autonomía en el manejo de sus comercios y territorios de influencia” (p. 18). 

11 Antes de la explosión del café, la exportación en el siglo XIX se centraba en maderas 
preciosas, zarzaparilla y grana (González-Izás, 2015).

pueblos indígenas, lo que a veces se reducía a usar su poder miliciano 

para ejercer la violencia pública en el territorio que ocupaban, en  

particular en contra de comunidades Maya Cho’rti’ (González-Izás, 

2015, p.18)12. 

Desde el centro administrativo de la nación, la ruta para desarro-

llar el Estado consistía en encontrar maneras de sufragar los costos 

de los circuitos comerciales y la agricultura de exportación, mientras 

disputaban su in"uencia en regiones estratégicas como la nororiental 

con estos poderes y con Inglaterra. La estrategia del gobierno partió 

de una lógica particular de settler colonialism (Willow, 2016; Ybarra, 

2017), es decir, de una lógica de colonización de tierras con colonos 

europeos, con el objetivo de desplazar a poblaciones indígenas de tie-

rras en donde buscaban extender la economía de enclave. “Derivado 

de ello, las élites políticas �nanciaron los cambios, por un lado, con 

la inversión e inmigración extranjera; y por el otro, con el trabajo 

forzado indígena y los viejos modelos de endeudamiento o habili-

tación colonial que operaban en todas las escalas del mundo social” 

(González-Izás, 2015, p. 23). 

Bajo esta lógica es que el primer gobierno liberal, liderado por 

Mariano Gálvez (1831-1838), concesionó vastas tierras a la compa-

ñía inglesa Bennet & Meany en el “antiguo corregimiento de Chiqui-

mula de las Sierras”, el norte del “Golfo Dulce” (Lago de Izabal) en 

el oriente del país, y en parte del corregimiento de Totonicapán, en el 

occidente, para establecer colonias de inmigrantes extranjeros con el 

�n de explotar las riquezas naturales de cada región. Estas concesio-

nes, describe González-Izás (2015), abarcaban casi tres cuartas partes 

de las tierras del país. La justi�cación del gobierno es que estas tierras 

eran “selváticas e inhabitadas” (p. 21).

12 Otro elemento clave de las prácticas de estos agentes regionales de poder, es que a la 
vez que fungían como funcionarios del Estado guatemalteco, también eran agentes 
clave en la proliferación del contrabando que alimentaba Inglaterra en la región, así 
como en la “corrupción” de las aduanas y puertos.
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Mapa 3 
Asignación de tierras para colonización inglesa, 1834

Fuente: reinterpretado a partir de Matilde González-Izás (2015). 
Formación del Estado y disputas territoriales en el corazón del 
Triángulo Norte de Centroamérica. Siglos XIX y XX. Guatemala: 
Editorial de Ciencias Sociales.
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Aunque el gobierno central tuvo que hacer marcha atrás por la 

oposición provinciana que desataron los contratos con Bennett & 
Meany, el interés por entregar amplias tierras a compañías extran-

jeras, y la búsqueda de “poblar” el territorio nacional con colonos 

europeos, es una muestra de la lógica de despojo racializado que pre-
tendían seguir los fundadores de la Nación para construir el Estado. 

Bennett & Meany no obtuvo el control de todos esos territorios, 
pero la política de atracción de colonos europeos para ocupar tierras 

“vacías e inhabitadas” –la terra nullius (Ybarra, 2017, p. 10)– conti-

nuará a lo largo del siglo XIX. La llegada de colonos alemanes a Alta 

Verapaz para impulsar el cultivo del café, despojando en su paso a 

comunidades Q’eqchi’, es uno de los procesos que aúna el adveni-

miento del Estado liberal, a partir de 1871 (Casaús Arzú, 2010, pp. 

129-131; Ybarra, 2017).

El modelo de las dictaduras cafetaleras

El Estado liberal oligárquico fue una formación estatal que duró de 

1871 a 1944 y con la cual Guatemala se insertó durablemente en la 

economía mundial (Tischler Visquerra, 1998; Gleijeses, 1992). El 

núcleo del régimen se puede reducir a tres ejes: el acaparamiento y 

la concentración de tierras para producir café de exportación, la rela-

ción de servidumbre que permitía a los dueños de las %ncas explotar 

la mano de obra indígena, y la liberalización de la producción de café, 

para el bene%cio de la élite terrateniente cafetalera que controlaba 

la economía (Tischler Visquerra, 1998; Torres Rivas, 2010; Jonas, 

1991; Casaús Arzú, 2010). 

En esta etapa de formación del Estado, la producción de café 

era impulsada primordialmente por colonos alemanes instalados en 

el departamento de Alta Verapaz, o por %nqueros de la boca costa 

suroccidental. Este era el “epicentro de la acción estatal” (Gonzá-

lez-Izás, 2015, p. 23). 

De esta conexión se desprende el desarrollo de grandes %ncas ca-

fetaleras, la construcción de infraestructura moderna –como el ferro-

carril, con el %n de llevar el café al mar– (Gleijeses, 1992, p. 10) y el 

desarrollo del capital comercial y %nanciero, dominado por alemanes 

(Tischler Visquerra, 1998). 

Con la emergencia de un modelo de Estado dependiente de la 

venta de grandes cantidades de café en el mercado mundial, se esta-

blecieron lazos determinantes con el capital extranjero para %nanciar 

el desarrollo de %ncas capaces de atender la demanda exterior (Tis-

chler Visquerra, 1998; González-Izás, 2015). 

Por su parte, la capacidad coercitiva del régimen recaía en el dic-

tador liberal y el ejército. El dictador liberal es de cierta forma la 

%gura que reemplaza al “viejo caudillo hispánico” del inicio de la Re-

pública (González-Izás, 2015, pp. 22-23) y que se distingue de este 

porque conseguirá eternizarse en el poder desde la presidencia de la 

República gracias al apoyo de la oligarquía, pero también de Washin-

gton, conforme disminuyó la in&uencia de Inglaterra en el Caribe. 

Dictadores como Manuel Estrada Cabrera –que gobernó de 

1898 a 1920– o Jorge Ubico –de 1931 a 1944– conseguirán acu-

mular poder e in&uencia a lo largo de los años, hasta ser derrocados 

por el eventual desgaste de su administración. Estas %guras son cla-

ve porque catalizarán la disputa hegemónica mundial librada en ese 

entonces entre Estados Unidos y Alemania (González Izás, 2015)13. 

13 Ubico fue un descendiente de la rama oligárquica alemana (Casaús Arzú, 2010) que 
gobernó de 1931 a 1944, y accedió al poder por un arreglo entre los intereses cafetale-
ros y estadounidenses en el país. Su mandato permitió intensificar los mecanismos 
preexistentes de explotación de la mano de obra indígena, a la vez que introdujo la 
“paradoja” de un Estado fuerte que mediante la ley y el orden entregaba el control de 
los recursos nacionales a compañías extranjeras (Jonas, 1991, p. 20). Ubico, afirma 
Jonas (1991), comenzó su carrera política trabajando de cerca con la Fundación Roc-
kefeller y atrajo la mirada del Departamento de Estado desde 1919 (p. 20).



28

AGUAS TURBIAS

Estrada Cabrera, en particular, introdujo en el país las compañías 

estadounidenses que van a volver efectivo el modelo de la “República 

Bananera14”, y que iniciarán una fase de explotación industrial de la 

naturaleza con la que inicia en sentido estricto el extractivismo. 

La creación de la República Bananera: 

instalación del extractivismo contemporáneo

Uno de los elementos distintivos de la República Bananera es la for-

ma en que el Estado entregó a las compañías estadounidenses infraes-

tructura estatal para que estas maximizaran su “inversión” en el país. 

Con el poder que obtuvieron de estas concesiones, lograron ensegui-

da generar monopolios que destronaron a las oligarquías nacionales. 

Las compañías que conformaron los tres grandes monopolios “bana-

neros” –la United Fruit Company (UFCO), la Electric Bond and Share 
(EBASCO) y la International Railways of Central America (IRCA)– se 

instalaron en el país a partir de 1904, en plena “disputa imperial” 

entre Alemania y Estados Unidos por el monopolio de los circuitos 

del comercio transatlántico (González-Izás, 2015, p. 24). 

Las tres compañías representaron los principales intereses eco-

nómicos de Estados Unidos en el país. En lo político, constituyeron 

un imperio paralelo a la economía cafetalera cali!cado como un “Es-

tado dentro del Estado” (Jonas, 1991, p. 19), gracias a una serie de 

contratos acordados con el Presidente de la República que abrieron 

la puerta a la creación de regímenes concesionarios con los que las 

compañías terminarán por tomar el control total de recursos e in-

fraestructura estratégica (destacan las portuarias, las aduanas, la vía 

14 Es decir, la cesión del Estado a compañías multinacionales de elementos clave para 
el control político tanto de la economía, la población o el territorio, lo que menosca-
ba su “soberanía” a favor de las empresas. Ver en ese sentido el texto de Gleijeses 
(1992). 

férrea y la empresa eléctrica que abastecía a la ciudad capital). Estas 

concesiones fueron acompañadas de incentivos !scales y !nancieros, 

y el otorgamiento de vastos terrenos en el litoral Atlántico, los valles 

del Río Motagua y la costa sur (Bauer Paiz, 1956; González-Izás, 

2015). 

Los términos de los contratos que establecían con el país, el res-

paldo que recibían de Washington y el apoyo político incondicional 

que recibían de la Presidencia eran un sustento de poder importante. 

El apoyo a las compañías estadounidenses fue parte de una estrate-

gia de los dictadores liberales para eternizarse en el poder, gracias al 

aval diplomático de Washington, a cambio de recibir mejoras para 

las compañías instaladas en el país sobre los contratos preexistentes 

(Bauer Paiz, 1956; Jonas, 1991). 

La prueba de esto último parece ser el hecho que la elaboración 

o modi!cación de los contratos del Estado con las compañías esta-

dounidenses, contratos que eran modi!cados siempre para mejorar 

las condiciones de acumulación de capital, coincidía con tiempos de 

cambio político, en los que los dictadores se jugaban la reelección al 

cargo (Bauer Paiz, 1956).

Su extensión en el país tuvo un impacto importante en el uso y 

control del agua por varias razones. Las compañías adquirieron un 

poder económico que resultó en un poder político considerable, al 

lograr constituir monopolios estratégicos. La expansión de la activi-

dad de las compañías en el país les permitió generar estrategias para 

controlar el #ujo comercial hacia afuera, la producción de energía y 

las telecomunicaciones, en las que el Estado no intervenía. 

La IRCA, por ejemplo, al controlar los principales ejes de trans-

porte para exportación podía priorizar el transporte de los productos 

que le interesaba comerciar, como el banano. Los cafetaleros, como 

cualquier otro exportador, tenían que pagar los precios que la IRCA 

dictaba. En ese sentido, la concesión otorgada a la IRCA privatizó 
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de hecho el comercio que salía del Atlántico, ya que el ferrocarril 

era la única vía de transporte terrestre comercial que existía en ese 

entonces. Por su parte, EBASCO, la compañía dueña de la empre-

sa eléctrica, basó su fortuna en la explotación de la infraestructura 

de generación de electricidad que le fue concesionada en 1922 –las 

plantas hidroeléctricas expropiadas a los alemanes una vez culminada 

la Primera Guerra Mundial– así como en el alza de precios de energía 

eléctrica que pagaban los consumidores (Bauer Paiz, 1956; Gleijeses, 

1992)15. 

Los contratos �rmados con la IRCA y la UFCO permitieron que 

expandieran su actividad en el nororiente y en la costa sur. La explo-

tación a escala industrial de la tierra y el agua comienza en ese enton-

ces. A partir de 1920, cuando comienza a desarrollarse la industria 

bananera en el país, se instalaron sistemas de irrigación que cubrieron 

22,000 hectáreas de tierra, sobre todo en la costa sur. Esta cantidad 

representaba 10,000 hectáreas más que la totalidad de tierras irriga-

das para la producción de diversos cultivos en el período de 1821 a 

1920 (USAID, 1989, p. 3). Para 1950, las plantaciones de banano 

instaladas en el Río Motagua contaban con el sistema de riego más 

intensivo de toda Guatemala (Adams citado en González-Izás, 2015, 

p. 26).

Se sabe también que la concesión de tierras del gobierno para la 

UFCO (una concesión de 25 años a partir de 1924, que luego fue 

prorrogada hasta 1981) abarcaba originalmente 150 kilómetros de 

15 Esta alza recaía en los consumidores más no forzosamente en algunas empresas de 
la oligarquía tradicional. En un análisis de la distribución del capital de la Empresa 
Eléctrica de Guatemala, Bauer Paiz (1956) demuestra que la Bond & Share controlaba 
81.8% de las acciones, mientras que otros accionistas sumaban 18.1% del total. Den-
tro de estos accionistas figuraban la fábrica de cemento de los “señores Novella”, la 
Cervecería Centroamericana de los “hermanos Castillo”, la Compañía del Agua del 
Mariscal, cuyo dueño era el gerente de la Empresa Eléctrica, y la IRCA (pp. 91-92). 
Por su participación como accionistas minoritarios, conseguían rebajar el precio de 
la electricidad que consumían en sus respectivas empresas. 

largo de tierra por 200 metros de ancho, o 30 kilómetros cuadra-

dos, o “los terrenos situados en márgenes del Río Motagua, desde el 
Puente del “Rico” hasta su desembocadura en el Mar Caribe” (Bauer 
Paiz, 1956, p. 210). En una medición en 1929 de las plantaciones de 
la UFCO, se estimó una extensión de “100 kilómetros tierra adentro 
y hasta 12 kilómetros a lo ancho” (Termer citado en González-Izás, 
2015, p. 24). 

La concesión de las vías férreas a la IRCA –la operación que ante-
cedió el desarrollo de las plantaciones de banano de la UFCO– autori-
zó la cesión gratuita de recursos naturales en forma amplia y generosa, 
“se mencionan en especial los materiales de construcción, las maderas 
y el aprovechamiento de las aguas” (Bauer Paiz, 1956, p. 128). 

Bauer Paiz (1956) describe de la forma siguiente un mecanismo 
de despojo que derivó del control que las multinacionales tenían del 
agua:

“Es forzoso admitir la amenaza virtual que se cernía sobre la 
agricultura guatemalteca al concedérsele a la compañía fe-
rrocarrilera derecho para disponer a su arbitrio del agua de 
los manantiales y otras fuentes. Mediante esta facultad le fue 
fácil a la United Fruit Company, años después, adueñarse a 
precios ruines de las mejores tierras de la región. Es indudable 
que un propietario pequeño a quien el Ferrocarril o la Frutera 
privase del agua de riego vería mermada la producción de 
sus sembradíos y en consecuencia estaría dispuesto a vender 
su propiedad aunque fuese a un precio más bajo que el que 
efectivamente correspondía a su heredad. La gran mayoría de 
adquisiciones de tierras de particulares por parte de la United 
Fruit Company tuvieron este obscuro origen: la privación o 
despojo de las haciendas a los antiguos propietarios quienes, 
forzados por la falta de agua o el bloqueo de las servidumbres 
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Mapa 4 
Concesión de tierras a la UFCO 

y área de exploración/explotación de níquel 

en el oriente, durante la contrarrevolución

Mar Caribe

Honduras

INCO/Exmibal

Área de explotación minera

Concesión de tierras a la UFCO

Fuente: elaboración propia.



31

PROYECTO ERC RIVERS

de paso, se vieron obligados a cederlas al concesionario ex-

tranjero” (p. 128).

El régimen de concesiones entre el Estado, la IRCA y la UFCO le 
otorgaba el derecho a las compañías de privar a campesinos y a pro-
piedades colindantes del acceso al agua, lo que les permitía forzar la 
compra de tierras a precios más bajos y así expropiarlos para incre-
mentar el volumen de tierras para el cultivo de banano. 

Por lo demás, la UFCO era accionista importante de ferrocarriles, 
controlaba Puerto Barrios en el Atlántico (que sumaba más de 60% 
del �ujo del comercio exterior) y San José en el Pací�co, así como 
el transporte marítimo de la región con su Great White Fleet (Bauer 
Paiz, 1956; Gleijeses, 1992; González-Izás, 2015). También contrató 
a miembros de la élite local (los “descendientes” de los milicianos del 
oriente) para ocupar puestos administrativos en las plantaciones o en 
el ferrocarril. Con estas y otras acciones, la compañía estableció una 
alianza importante con el poder local, que será una pieza clave en 
el derrocamiento del gobierno revolucionario de Jacobo Árbenz en 
1954, ya que fueron las élites provincianas, en un nuevo momento 
clave de la historia, las que prestaron sus milicias privadas para “en-
grosar las �las del ejército liberacionista”, el Movimiento de Libera-
ción Nacional (MLN) (González-Izás, 2015, p. 28).

El modelo Estadocéntrico de desarrollo extractivista

La crisis �nanciera mundial de 1929 puede ser interpretada como 
el �n del extractivismo liberal en Latinoamérica, debido al proceso 
de industralización y de generación de mercados internos que em-
prendió la mayoría de países (Harder Horst, 2019). Sin embargo, 
en Guatemala no hubo tal cambio, debido a la violenta interrupción 
del modelo de modernización capitalista propuesto por los gobiernos 

revolucionarios de Juan José Arévalo Bermejo (1945-1951) y Jacobo 
Árbenz Guzmán (1951-1954), que sucedieron al último dictador li-
beral, Jorge Ubico. 

Ambos gobiernos se desenvolvieron en un período inédito en la 
historia regional, ya que constituyeron gobiernos democráticos “re-
volucionarios” que rompieron con un legado de autoritarismo peren-
ne. El modelo de Estado propuesto se montó en la ola latinoameri-
cana de promoción de desarrollo económico y modernización de la 
sociedad mediante decisiones políticas de Estado, dentro de las cuales 
�guraban dejar atrás la sociedad agraria, alcanzar un desarrollo indus-
trial e instalar un sistema de bienestar social que favorecía a las clases 
populares (Torres-Rivas, 2010). Es hasta este período que el Estado 
rompe con las leyes de servidumbre que fueron la base del rentismo 
cafetalero (Tischler Visquerra, 1998). 

Más allá de las reformas políticas y sociales que conferían liber-
tades y bene�cios sociales, el presidente Árbenz emprendió un plan 
de desarrollo que, mediante su intento de reforma agraria, con�rió 
tierras ociosas a 500,000 campesinos en solo 18 meses (Gleijeses, 
1992, p. 381). El plan de redistribución de tierras, al afectar las pro-
piedades de grandes terratenientes y de la bananera16, constituyó un 
intento de ruptura importante con el legado estructural colonial de 
acumulación por despojo mencionado anteriormente.

La llamada fase “desarrollista” del Estado inicia en ese entonces y, 
en lo que concierne al extractivismo, consistió en políticas “Estado-
céntricas” con las que se plani�có la explotación del potencial hidro-
grá�co, mineral, petrolero y maderero del país. Esta fase inicia con 
la Revolución de Octubre de 1944, hasta el período de la “reacción 

16 Con la Reforma Agraria, el Gobierno de Árbenz atacó directamente los intereses de 
la UFCO, entre otros actores de poder tradicionales, primero al promulgar un nuevo 
Código de Trabajo en 1947 –durante el gobierno de Juan José Arévalo Bermejo–, y 
luego, durante la Reforma Agraria de 1952, cuando anunció la expropiación de 378 mil 
hectáreas de terrenos ociosos de la compañía (NACLA, 1983, p. 4).
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contrarrevolucionaria” (a partir de 1954) y la posterior instalación de 

los regímenes militares en el país, terminando en la transición demo-

crática que inicia en 1985 (Torres-Rivas, 2010; Ankermann, 2009). 
El énfasis en generar capacidades productivas desde el Estado queda 
claro en las declaraciones del presidente Árbenz, cuando promulga 
la “voluntad soberana” de explotar los recursos naturales del país en 

aras del desarrollo. Su plan consistía en priorizar la construcción de 

carreteras y proyectos hidroeléctricos, facilitar la explotación minera, 
la tala de árboles y el desarrollo de la agricultura para la exportación 

(Ankermann, 2009). El proyecto hidroeléctrico Jurún Marinalá es 

planeado en ese entonces como un emblema del desarrollismo de 

Estado, y como una forma de quebrar el monopolio de la Empresa 

Eléctrica en manos de EBASCO (Ankermann, 2009). 

Como es conocido, el programa de la revolución fue truncado 

por el golpe de Estado de 1954, organizado por la Agencia Central de 

Inteligencia de los Estados Unidos (CIA), con el apoyo de la UFCO, 

una facción rebelde del ejército encabezada por el coronel Carlos 
Castillo Armas y la reactivación de las antiguas milicias del oriente 
de las que habla González-Izás (2015), en una lucha ideológica en 

contra del “comunismo”. Dos elementos cruciales que propiciaron 

el golpe de Estado fueron la reforma agraria y la forma como los 

gobiernos revolucionarios atentaron en contra de los intereses de las 

compañías estadounidenses (Gleijeses, 1992). 

En este punto es importante mencionar que los intereses de la 

UFCO estaban representados directamente por funcionarios de alto 

nivel del gobierno estadounidense, gracias a �guras políticas clave 

como los hermanos John Foster y Allen Dulles: uno fungía como 

secretario de Estado del gobierno de Eisenhower, y otro como direc-

tor de la CIA (NACLA, 1983; Gleijeses, 1992). Antes de tomar los 

puestos gubernamentales que ocupaban en esa época, ambos habían 
trabajado en el bufete Sullivan & Cromwell, que representaba los in-

tereses de multinacionales como J.P. Morgan & Company, la Interna-
tional Nickel Company (INCO), la Cuban Sugar Cane Corporation 
y la UFCO (Klein, 2007, p. 59; Torriello Garrido, 1979). Ambos 
personajes comprendieron la amenaza que representaba el tipo de de-
sarrollismo nacionalista que promovían políticos como Árbenz para 
los intereses de estas compañías (Klein, 2007). 

Tanto la formación del Estado como la respuesta hegemónica 
fueron procesos íntimamente relacionados con el peso de los mo-
nopolios estadounidenses en la economía y la política nacional, y el 
peso geopolítico del imperio estadounidense en su “patio trasero”, en 
tiempos de Guerra Fría (Gleijeses, 1992). 

En el período contrarrevolucionario, el modelo de desarrollo Es-
tadocéntrico fue puesto al servicio de la coalición liberacionista, un 
ensamblaje de actores que provenían de la oligarquía, el ejército, la 
Iglesia católica, y algunas bases sociales bene�ciadas históricamente 
por la usurpación de tierras comunales, así como por las fuentes de 
trabajo y bene�cios que proveía la bananera, sobre todo en el noro-
riente (Gleijeses, 1992; González-Izás, 2015). Junto a esta coalición, 
los Estados Unidos participaron directamente en el desarrollo de la 
administración contrarrevolucionaria, interviniendo directamente en 
la burocracia estatal (Streeter, 2001) para salvaguardar sus intereses. 

En esta etapa, se aprecia una conjunción de factores que tienen 
que ver con el objetivo militar de “paci�car” la sociedad17, poner el 
aparato estatal al servicio de los intereses económicos de la coalición 
liberacionista y abrir la economía a la inversión extranjera (en su 
mayoría norteamericana). La conjunción de factores de este período 
desembocará en una lógica de explotación irrestricta de los recursos 

17 El movimiento guerrillero que reivindicaba el legado de los gobiernos revolucionarios 
inicia en 1960. Sin embargo, desde la llamada “Liberación” en 1954, inicia un proyec-
to ideológico-militar represivo que buscaba eliminar física y simbólicamente la me-
moria de los gobiernos anteriores. La pacificación del país consistió en la persecución 
de la oposición política en todas sus formas.
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naturales del país para permitir la acumulación de capital de las redes 
que llegan a dirigir el Estado, bajo el supuesto de la lucha contra el 
comunismo. 

El desarrollismo Estadocéntrico pasó de ser un instrumento na-
cional-populista de industrialización del país y de institución de un 
modelo de bienestar social, a otro que se basó en la entrada masiva de 
capital estadounidense en la economía nacional, el apoyo �nanciero 

de los Estados Unidos y de las instituciones �nancieras internaciona-

les en proyectos de desarrollo (con un énfasis en desarrollar la infraes-
tructura estatal).

En el marco general de la Guerra Fría, el plan de la administra-
ción de Eisenhower consistía en convertir al país en un showcase de 
países liberados del comunismo, mediante la diversi�cación y multi-
plicación de inversiones de empresas estadounidenses en la economía 

guatemalteca, ocupando nuevas áreas –especialmente en petróleo, 
minería, madera, manufactura y banca– (Streeter, 2001). 

Los artí�ces del plan de desarrollo contrarrevolucionario miraban 
con mucho interés la potencialidad extractiva del país, en particular 
en lo que concierne al petróleo y la minería metálica (Solano, 2007), 
así como la producción de hidroelectricidad para alimentar ambas in-
dustrias. Entre 1955 y 1957, el gobierno del coronel Carlos Castillo 
Armas distribuyó 44 bloques petroleros entre 23 petroleras estadou-
nidenses asociadas con capitales guatemaltecos (Solano, 2007, p. 14). 
El diseño del Código de Petróleo de 1955 estuvo a cargo de un con-

sejero de John Foster Dulles, mientras que en la redacción participó 

la persona que fundará la petrolera Basic Resources (Avancso, 2017, 
p. 52), empresa que controlará la producción de petróleo en el país, 
hasta ser comprada por la multinacional francesa Perenco en 2001. 

Este proceso de adjudicación de contratos de exploración/explo-
tación se localizó en el Norte del Petén y en una zona territorial que 
parte desde la frontera mexicana con Huehuetenango, en el occiden-

te, hasta Livingston, Izabal, en el oriente, bautizada desde ese enton-
ces como la Franja Transversal del Norte (Solano, 2007). 

La Franja Transversal del Norte: neo-colonización 

de un territorio reservado para el extractivismo

El fomento de la infraestructura energética en el país también fue una 
prioridad temprana de la cooperación post-Segunda Guerra Mundial 
(Streeter, 2001, p. 61; Ankerman, 2009). 

En 1959 nace el Instituto Nacional de Electri�cación (INDE) 

y empieza a operar en 1961 con los bienes del Departamento de 

Electri�cación y las plantas pertenecientes al Estado (Guerra Borges, 

1973, p. 350). El INDE fue también una apuesta de la coalición libe-

racionista por controlar el mercado energético, con miras a volverlo 

dependiente de hidroelectricidad. 

Para ese entonces, el Estado se encontraba en capacidad de ge-

nerar información sobre las necesidades de generación eléctrica y la 

demanda de energía, además de inventarios de recursos hidroeléctri-
cos y programas de inversión en infraestructura nueva. En 1974 se 
presentó el Plan Maestro de Electri�cación Nacional (PMEN). Este 

último consistió en el primer caso de creación de una política nacio-
nal con miras a aprovechar todo el recurso hídrico del país.

El PMEN hacía hincapié en la generación de hidroelectricidad y 
el crecimiento de la capacidad estatal de abastecimiento de 1977 has-
ta el año 2000. En términos de tamaño e importancia, la construc-

ción de la mega-represa Chixoy-Pueblo Viejo, en los departamentos 

de Quiché y Alta Verapaz, era el proyecto insignia y pondría a prueba 
la proyección del PMEN en cuanto a que el altiplano era una zona 
hídrica con las características idóneas para desarrollar esta industria. 
Además de Chixoy, se planeó la construcción de las plantas de Xalalá 
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Mapa 5 
Zonas de exploración petrolera, de proyectos hidroeléctricos y mineros (Petén y FTN), en las décadas de 1970-80

Petróleo (titulares de derechos de exploración)

AA Hispanoil

BB Getty Oil

CC Para licitación
D Texaco & Amoco
E Amoco & Exxon
G Para licitación
H Para licitación
I Basic Resources & Elf
J Para licitación
K Para licitación
L Texaco & Petrobras (Brasil)

Proyectos hidroeléctricos y mineros

1 Aguacapa - María Linda
2 Pueblo Viejo
3 Xalalá
4 Usumacinta (México y Guatemala)
5 Chulac
6 Sitios potenciales para seis proyectos hidroeléctricos: 

El Arco, Tzucaná, Quixabaj, San Juan, Montecristo 
y San Luis

7 Sumalito
8 Sitios potenciales para cuatro proyectos 

hidroeléctricos: Matanzas, Polochic, Chicoc y Semuc.
9 EXMIBAL (mina de níquel y cobalto)

K

D E

L

GF

AA BB CCIJH

1

2

3

4

5 9
6

7 8

Guatemala

Escuintla

Fuente: elaboración propia, con base en Terrance W. 
Kading (1999). The Guatemalan Military and the Eco-
nomics of La Violencia. Canadian journal of Latin Ame-
rican and Caribbean studies = Revue canadienne des 
études latino-américaines et caraïbes 24(47), pp. 57-91.
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y Chulac, más otras plantas, todas en el norte del país (Citgua, 1991, 
pp. 6-7).

El primer proyecto extractivo minero que se ensayó en esta nueva 
etapa fue la extracción de níquel en El Estor, municipio del departa-
mento de Izabal. La llegada del proyecto al país ocurre en un período 
en que la demanda mundial por el metal creció debido a su uso en la 
industria militar (Carter y Go�, 1971). En 1956, a la INCO le fue 
otorgada una concesión por 40 años de 240 km2 de tierra. Sobre este 
punto, no parece ser coincidencia que la búsqueda por explotar el 
potencial de níquel del país, una vez cayó el régimen de Árbenz, haya 
seguido un plan similar al implementado en la época de la república 
bananera, para acaparar territorios o recursos estratégicos. 

El caso de Exmibal (la empresa subsidiaria de la INCO, instalada 
en el país) ya ha sido abordado por la academia (Piedrasanta Arandi, 
2009; Go�, 1976; Jonas, 1976; Avancso 2017; Avancso 2020; El 
Observador, 2020). Con la instalación de la industria se repiten las 
operaciones fraudulentas del pasado: la empresa trabajó con el go-
bierno para redactar nueva legislación minera, fue exenta de impues-
tos utilizando leyes de fomento de actividades industriales, evitó la 
divulgación de información �nanciera, y redujo la parte de ganancias 
del Estado. También se le otorgó el derecho de extraer 9.5 m3 por 
segundo del agua del Lago de Izabal en la fase de extracción, para el 
procesamiento de los minerales y el enfriamiento de las máquinas18. 

Otro elemento importante a mencionar, es que la concesión de 
Exmibal también sentó el precedente de instrumentalizar el llamado 
régimen de excepción para reprimir la oposición social al proyecto. En 
concreto, esto sucedió en 1971, cuando el gobierno militar de Carlos 

18 Según Piedrasanta Arandi (2009), en esta concesión el Estado no tomó en conside-
ración el peligro de contaminación de las aguas del Lago de Izabal y Río Dulce, ni el 
impacto que podría tener sobre la actividad pesquera o la salud pública (pp. 159-175). 
Al día de hoy, la contaminación del lago sigue siendo un punto contencioso entre la 
minera y los pesqueros de la región (Choc, 2018).

Arana Osorio (1970-1974) estaba terminando el contrato con la em-
presa. El Presidente decretó un estado de sitio, con el que aprovechó 
para �rmar el contrato con la minera, a la vez que varios críticos que 
se manifestaron en la opinión pública fueron asesinados o recibieron 
algún tipo de amedrentamiento (Piedrasanta Arandi, 2009). 

El aparente control que orquestó el gobierno durante el estado de 
sitio parecía como una expresión simbólica de la “estabilidad política” 
que requería INCO para operar en el país (Jonas, 1991, pp. 52-53). 
Las ejecuciones extrajudiciales que rodean el caso de Exmibal suce-
den especí�camente durante el estado de sitio, y se repetirán actos 
similares los años siguientes, como en la masacre de Panzós en 1978 
(CEH, 1999; Piedrasanta Arandi, 2009; Avancso, 2020). 

El caso de Exmibal también es emblemático por otras razones. 
La llegada de la empresa al país coincide con el primer levantamiento 
guerrillero, en 1960, y con la primera ola de enfrentamientos en el 
oriente del país. En 1966, el presidente Julio César Méndez Monte-
negro (1966-1970) había nombrado al Coronel Carlos Arana Osorio 
como encargado de las operaciones militares contrainsurgentes en 
Zacapa e Izabal, en colaboración con un grupo asesor de ayuda mili-
tar de los Estados Unidos. La operación exitosa de “paci�cación” ser-
virá asimismo para lanzar la candidatura del Coronel a la presidencia, 
cuatro años más tarde, de la mano del MLN. Desde entonces, se con-
solidan los lazos entre el ejército, el presidente Arana y los intereses de 
Exmibal (Go�, 1976). 

Por otra parte, no es casualidad que la guerrilla haya nacido en 
la misma región en la que se pensaba desarrollar un proyecto de este 
tipo. Las motivaciones de la guerrilla eran estratégicas: como en los 
tiempos de la Colonia, el con!icto bélico se concentró al inicio al-
rededor de los circuitos comerciales hacia el Atlántico. Esta vez, se 
buscaba impactar en el “corazón de la economía agroexportadora de 
enclave”, crear focos guerrilleros en la Sierra de las Minas, y recuperar 
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información estratégica de las bases militares en la región (Gonzá-

lez-Izás, 2015, pp. 34-35).

La llegada de Arana Osorio al poder coincide con el interés por 

aumentar las medidas contrainsurgentes en la sociedad. La represión 

y la escalada de violencia sucede a la vez que la cúpula militar y sus 

principales socios comienzan a ganar cada vez más poder, mediante 

el control de recursos e instituciones clave dentro del aparato estatal 

(NACLA, 1983)19. 

Por su parte, la “militarización” del Estado consistió en que los 

o�ciales ocuparon “las direcciones de varias instituciones guberna-

mentales, la mitad de los puestos del gabinete, y todas las gobernacio-

nes departamentales” (González-Izás, 2015, p. 35). En este proceso, 

se encargaron de tomar las instituciones rectoras del agua, concentra-

das en instituciones “agrarias” como el Ministerio de Agricultura o el 

Instituto de Transformación Agraria (INTA) (Padilla, 2019).

El objetivo de control social no se desliga de los intereses econó-

micos lucrativos que van a a�orar en ese entonces. Un ejemplo de 

esto tiene que ver con la problemática del acceso a la tierra. Uno de 

los legados de la reforma agraria de 1952 fue despertar la demanda 

de tierra de comunidades campesinas e indígenas que no tenían tierra 

propia, o que habían sido despojadas de sus tierras en el pasado. Sola-

no (2007) describe cómo en los años sesenta ocurre un movimiento 

masivo de población que buscaba tener sus propias tierras de cultivo 

para no tener que depender del trabajo jornalero en las �ncas, y que 

se asentó en las tierras inhospitas de la FTN. 

Este movimiento fue apoyado al inicio por el INTA, una institu-

19 Por ejemplo, en 1972, el gobierno compra la mayoría de las acciones de la Empresa 
Eléctrica, terminando así con el monopolio de Ebasco que inició en 1922. Los libera-
cionistas ocuparon los puestos clave en las gerencias del INDE y de EEGSA. El em-
presario Ricardo Castillo Sinibaldi, miembro de la familia / corporación dueña de la 
Cervecería Centroamericana, obtuvo un puesto de dirección en EEGSA (Ankermann, 
2009, p. 52). 

ción creada para hacer cara a la demanda de tierra de los campesinos 

que fueron despojados al revertir las disposiciones de la reforma agra-

ria (Solano, 2007). En su momento, el gobierno inició un proceso 

de colonización de la FTN con el �n de redistribuir tierras a cam-

pesinos, aunque ya se per�laba el interés por explotar el potencial 

extractivo de la zona. 

Según Solano (2007), la FTN pasó de ser una zona destinada 

a convertirse en el granero nacional y fuente de maderas preciosas, 

a una región en la que se buscaba implementar un modelo de in-

dustrialización dirigido por militares y sus socios, sustentado en el 

naciente Mercado Común Centroamericano. Dicha industrializa-

ción descansaba en la construcción de hidroeléctricas, instalación de 

empresas de extracción de petróleo, minería, granjas ganaderas, etc. 

La línea de gobiernos militares de los años setenta contribuyeron 

todos a armar una red de captura de las instituciones agrarias con 

el �n de bene�ciarse del desarrollo de la FTN en clave extractivista 

(NACLA, 1983). 

Un ejemplo de esto es el caso de Romeo Lucas García, presidente 

de 1978 a 1982. Un artículo de 1983 describía a Lucas García como 

alguien que no tenía rival en cuanto a la capacidad de explotar la Fran-

ja. En Cobán, logró amasar terrenos que sumaron alrededor de 10 

millones de dólares de valor. Un estimado de la extensión de su pro-

piedad rondaba de 81,000 a 135,000 hectáreas, de las cuales 125,000 

hectáreas habían sido designadas por el INTA para ser otorgadas a 

favor de familias campesinas, pero luego pararon en sus manos. 

García era propietario de 14 �ncas en la Franja, en una asociación 

con un miembro de la familia azucarera García Granados, una de las 

familias más ricas de Guatemala (NACLA, 1983, p. 14), responsable 

de importar el modelo de “paci�cación” israelita usado en Palestina, 

atrayendo a expertos en contrainsurgencia para luchar contra la gue-

rrilla (Rubenberg, 1986). 
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Estos expertos luego ocuparon puestos de asesoría en seguridad 

en instituciones “estratégicas”, como en el caso de Leo Gleser, quién 

ocupó el cargo en el INDE de 1980 a 1982 (Solano, 2018, p. 12). 

En el período neoliberal, también se puede rastrear la participación 

de agentes de seguridad de este tipo, ahora en empresas privadas (So-

lano, 2018). 

Si parte del modelo de despojo de la República Bananera consis-

tía en concederle a transnacionales el poder de forzar a campesinos a 

vender sus tierras, mediante el control del agua o la expansión irres-

tricta de sus propiedades, en este caso la estrategia militar consistió 

en instrumentalizar las instituciones estatales que fueron creadas bajo 

planes de “desarrollo” agrario –como el INTA– para designar tierras 

arables para campesinos, que luego pararon en las manos de la cúpula 

militar y sus socios.

El entronque entre extractivismo 

y violencia genocida

Con el nacimiento del movimiento guerrillero “Ejército Guerrillero 

de los Pobres” (EGP) en 1975, esta vez en Quiché, la FTN se con-

vierte en un espacio “donde el ejército verá cómo la política de colo-

nización se convertirá en un caldo de cultivo para el amplio accionar 

de la guerrilla y, a la vez, en un campo donde necesariamente debía 

implementar un cerco de control social y de retaguardia contrainsur-

gente” (Solano, 2007, p. 5).

Al mismo tiempo, el gobierno buscaba atraer la inversión extran-

jera a la zona. La estrategia económica del gobierno entroncaba con 

los intereses económicos de la cúpula militar y sus asociados, quie-

nes a partir de la década de los años setenta comenzaron a acaparar 

tierras, instalar bases militares e instituciones públicas en la región 

(Avancso, 2020; NACLA, 1983). 

El impulso por acelerar la construcción de hidroeléctricas y mejo-

rar las vías de comunicación partía del gran interés extranjero por la 

exploración petrolera en el departamento de Petén, a partir de 1974 

(Kading, 1999; Avancso, 2017; Solano, 2007). En ese entonces, las 

empresas Basic Resources y Shenandoah Oil ya operaban en el campo 

petrolero de Rubelsanto en Alta Verapaz. Pero a partir de esos años 

el gobierno comenzó a recibir mayores ofertas para abrir pozos a lo 

largo del norte del país (Avancso, 2017; Solano 2007).

De hecho, el interés era tan grande que el gobierno rompió con 

la historia de contratos serviles para atraer inversión, imponiendole 

depósitos iniciales a las compañías que querían hacer exploración, un 

porcentaje de regalías de 51% de la venta del petróleo, la absorción 

del costo de procesos de exploración infructuosos y exigencias de in-

versión en centros educativos y hospitalarios en las zonas de interés 

(Kading, 1999). El régimen con#aba en su capacidad de volver acce-

sible el altiplano y el norte a las empresas, abaratando y facilitando el 

coste de exploración (Kading, 1999). 

Con el aumento de la actividad guerrillera en la FTN, que in-

cluyó un ataque en contra de la industria petrolera en abril de 1981, 

aumentó la intensidad de la contrainsurgencia. El desbordamiento 

de violencia dirigida por el Estado fue de cierta forma el resultado 

de las políticas de shock (Klein, 2007) iniciadas al inicio de la con-

trarrevolución. En esta fase de enfrentamiento, la violencia afectará 

principalmente a las comunidades indígenas en la región, en medio 

de una guerra en la que cualquier manifestación de oposición será 

tratada como un acto insurgente. 

De las pruebas más contundentes, en el marco del extractivismo, 

se puede citar las masacres de Panzós (1978) y de Río Negro (1982), 

ya que sucedieron sin que hubiera presencia guerrillera en la comu-

nidad (CEH, 1999; Kading, 1999; Avancso, 2020). Esto no fue su-

#ciente para frenar los planes de expansión económica del régimen 

(Kading, 1999, p.75). 
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En última instancia, la coalición que llevó al poder al General 
Efraín Ríos Montt (1982-1983) en 1982, parecía estar más preocu-
pada por otras cosas: la economía vivía una crisis por la caída de los 
precios mundiales del café y el algodón. Por otra parte, el nivel de 
autonomía que había ganado el Estado en la década anterior gracias 
a la militarización de la administración pública preocupaba a algu-
nos (Kading, 1999). Dicha coalición esperaba que el nuevo gobierno 
estabilizara la economía y redujera el nivel de intervención del Esta-
do en la explotación de los recursos naturales. Con este cambio, el 
régimen suspendió los “proyectos extravagantes” de construcción de 
infraestructura pública y de cambios normativos con los que Lucas 
García buscaba nacionalizar la producción de petróleo, con la excep-
ción de la construcción de la mega-represa Chixoy (Kading, 1999). 

La huella de los idéologos neoliberales aparece claramente en el 
gabinete de Ríos Montt. La virulencia de la campaña de “tierra arra-
sada” que empleó el ejército era una manera de calmar la presión 
del sector empresarial ultraconservador, “especialmente de su asesor 
Manuel Ayau, seguidor del plan económico neoliberal de los Chicago 
Boys de Pinochet” (Schirmer, 2001, p. 60). 

La red de capital nacional que explotaba petróleo representaba 
bien a este sector. A !nales de los años sesenta, Rudy Weissenberg 
Martínez, cafetalero y azucarero, adquirió tierras en la zona de Las 
Tortugas y Rubelsanto en el sur de Petén para explorar minerales 
y petróleo. Él mismo se asoció con Ernesto Rodríguez Briones, de 
la Asociación de Amigos del País, para fundar Petromaya, empresa 
subsidiaria de Basic Resources (Solano, 2007, pp. 14-15). Rodríguez 
Briones también era miembro de la junta directiva de la Empresa 
Eléctrica de Guatemala (Batres, 2014). 

La huella del capital estadounidense resurge también aquí, ya que 
Basic Resources era respaldada por Rockefeller, entre otros, mientras 
que el presidente de Shenandoah Oil era Elliot Roosevelt, hijo del ex 

presidente estadounidense Franklin D. Roosevelt (Solano, 2007).
En la década de los setenta se unió al consorcio Manuel Ayau 

Cordón, al igual que Enrique Novella Camacho (Cementos No-
vella-Progreso), y años más tarde el grupo Multi Inversiones de la 
familia Gutiérrez-Bosch (Solano, 2007, p. 15), mientras que en el 
gabinete de Ríos Montt se encontraba Julio Matheu Dúchez, ex pre-
sidente de la Cámara de Comercio y vicepresidente de Basic Resources 
(Rodríguez Pellecer, 2013, p. 15).

Con la llegada del general Mejía Víctores al poder, en agosto de 
1983, se concluyó con un proceso de reforma a la Ley de Hidrocar-
buros que entró en vigor en 1984 y que redujo drásticamente las 
trabas burocráticas con el !n de volver de nuevo atractiva la inversión 
en petróleo. Se plantearon entonces nuevas ofertas de concesiones 
que se ubicaban precisamente en las regiones en las que ocurrieron las 
peores masacres de la guerra, de 1981 a 1983 (Kading, 1999, p. 82). 

Sin embargo, la caída internacional de los precios del petróleo, 
los costos de exploración para encontrar nuevos yacimientos y la per-
cepción de “intransigencia burocrática” del régimen desembocaron 
en el !n del gran interés del capital internacional por desarrollar la 
industria petrolera del país. No obstante, todos los actores de élite 
que apoyaron la contrarrevolución salieron bene!ciados de los gran-
des negocios del proceso de colonización de la FTN (Solano, 2007, 
p. 15).

El rediseño neoliberal del Estado 

en tiempos de poscon�icto

Pese a la apariencia de transición democrática, el !n de la dictadu-
ra y el retorno de un régimen constitucional fueron componentes 
de un proyecto político-militar para mantener el poder (Schirmer, 



39

PROYECTO ERC RIVERS

2001). En los planes del ejército no �guraba perder el control del 

Estado, aunque se dio �n al modelo desarrollista Estadocéntrico. La 

intervención o�cial del ejército en la administración pública también 

terminó. 

En contradicción con el modelo de Estado autoritario, el proceso 

de los Acuerdos de Paz también desembocó en la apertura política 

del sistema. Es decir, la oposición política (partidos políticos, movi-

mientos sociales, sociedad civil) será reconocida y no solo reprimida 

sistemáticamente (Jonas, 2000). 

De todos modos, Schirmer (2001) cali�ca al nuevo régimen 

como un co-gobierno nacido de la contrainsurgencia que “no solo 

asegura el poder y la autonomía de los militares sino que institucio-

naliza a ambos” (p. 419). En lo económico, esta autonomía tiene que 

ver con la reconversión de las tareas de seguridad y contrainteligencia 

empleadas durante la guerra en servicios que se venden al que tenga 

los medios para pagarlos, en operaciones de control y represión de 

terceros (Mazariegos Rodas, 2018)20. 

El otro componente del co-gobierno, por así decirlo, es la cla-

se política que dirigirá al Estado, en un contexto de apertura del 

régimen a la multiplicación de opciones político-partidarias que se 

convertirán en vehículos de cooptación del Estado para avanzar las 

agendas de los �nancistas de campaña (Cicig, 2015). Es mediante 

esta vía que los grupos empresariales (trans)nacionales lograrán re-

tomar el control de la agenda extractivista, dominada por la cúpula 

militar y sus aliados en la etapa de formación anterior. Su estrategia 

tuvo que ver con la aplicación de políticas de shock (Klein, 2007) para 

privatizar bienes estratégicos del sector de telecomunicaciones y de 

energía eléctrica, de la mano del gobierno. Si hasta en los tiempos de 

20 Estos servicios parten, en muchas ocasiones, del control clandestino del aparato es-
tatal para favorecer actividades ilícitas, como lo demostró la Comisión Internacional 
Contra la Impunidad en Guatemala (Cicig) en su momento. Un estudio de la génesis 
de este proceso aparece en Garay Salamanca y Salcedo-Albarán (2012). 

la Colonia aparecen las huellas de la corrupción de la función públi-

ca, vinculada a la acumulación por desposesión, no quita que durante 

la fase de formación del Estado anterior se instaló un tipo de Estado 

paralelo (Garay y Salamanca, 2012; Mazariegos Rodas, 2018) que 

permitió la proliferación de actividades ilícitas a una escala mayor, 

basado en el control militar del aparato estatal, con el apoyo político 

de la clase dominante y la benevolencia de los Estados Unidos (Stree-

ter, 2001). 

A nivel global, con el �n de la Guerra Fría los Estados Unidos 

optaron por promover la democracia liberal en el mundo. Este cam-

bio en su política exterior va a generar nuevas tensiones centro-peri-

feria. Con la profundización del capitalismo transnacional, los años 

noventa dieron luz a nuevas tácticas de intervención de las potencias 

mundiales en los países periféricos, con el �n de incrementar su pre-

sencia y subordinar los capitales nacionales, como en el caso de la 

lucha internacional contra la corrupción21. 

Por su parte, las Naciones Unidas adoptaron un papel de media-

ción en los Acuerdos de Paz, y luego de acompañamiento a través 

de instituciones como la Misión de Naciones Unidas en Guatemala 

(Minugua) o la Comisión Internacional contra la Impunidad (Ci-

cig), esta última en funciones de 2007 a 2019. 

Como se menciona al inicio del estudio, la reestructuración neo-

liberal de leyes y normativas clave de los años noventa para permitir 

la explotación desregulada y privatizada de la naturaleza no ha sido 

modi�cada hasta el día de hoy, pese al saldo socioambiental y el in-

cremento de con!ictos territoriales. Si la reforma del Estado en el 

período de 1985 a 1996 aportó novedades normativas para proteger 

el ambiente y aumentar la participación ciudadana (Aguilar-Støen y 

21 Por ejemplo, para Bratsis (2014) la emergencia del movimiento anti-corrupción inter-
nacional de los años noventa tenía como función fortalecer la autonomía del Estado 
con respecto a intereses locales, y propiciar un clima de inversión favorable al capital 
transnacional.
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Hirsch, 2016)22, estos cambios no se tradujeron en un cambio sus-

tancial en la manera como se administran los recursos naturales y en 

cuestiones hídricas, sobre todo en lo que concierne a la explotación 
de aguas compartidas en proyectos extractivos (Padilla, 2019).

Las élites económicas tradicionales, de la mano de nuevos y vie-
jos socios transnacionales, junto a operadores neoliberales, fueron 
los que tomaron el control del proyecto centralista de explotación 
de los recursos naturales (Bull, Castellacci y Kasahara, 2014; Bull y 
Aguilar-Støen, 2016; González-Izás, 2012; Solano, 2009). La pro-
moción de la democracia en el país se supedita desde entonces al 
nuevo ensamblaje de poder. La entrada al país de la IED fue entonces 
condicionada por la relación entre las nuevas élites que controlaban 
el acceso al mercado y nuevas tecnologías, y las viejas élites que con-
trolaban recursos políticos y la tierra (Bull y Aguilar-Støen, 2016). 
La diversi�cación de las carteras de los grupos empresariales trans-

nacionales centroamericanos rápidamente abarcó la construcción de 
hidroeléctricas y plantaciones de palma africana o caña de azúcar, 
conforme se instaló el nuevo modelo de apertura económica. Bull, 
Castellacci y Kasahara plantean (2014) que las reformas neoliberales 
fueron el resultado de una relación colaborativa, una relación íntima 
entre gobiernos y estos grupos, que resultó en la “captura” de las re-
formas de mercado (p. 160).

En ese sentido, conviene mencionar la huella de los brokers de 
poder del pasado, en la reestructuración del Estado poscon!icto. Por 
ejemplo, en el proceso de privatización de los bienes del Estado estu-

22 En la Constitución Política de la República de 1985 aparece una serie de claúsulas 
socioambientales vinculadas con el carácter público del agua y el mandato de interés 
social que debe servir el Estado. Esto condujo a la creación de una institucionalidad 
ambiental (la creación de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, que en el año 
2000 pasó a ser el Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales), la creación del Sis-
tema Guatemalteco de Áreas Protegidas (SIGAP), o la creación de fiscalías enfocadas 
en delitos ambientales.

vo involucrado Manuel Ayau Cordón como presidente de la Comi-
sión para la Privatización y Desmonopolización durante el gobierno 
de Ramiro de León Carpio (1993-1995). Además de ser el ideólogo 
principal del neoliberalismo, Cordón también fue señalado de ser 
“juez y parte”, por tener intereses en la generación de hidroelectrici-
dad y en una empresa subsidiaria de Exmibal (El Observador, 2020, 
p. 3). 

Por su parte, Álvaro Arzú Irigoyen, descendiente de una de las 
ramas más conservadoras de la familia criolla Arzú, y cuyo paso por 
la presidencia fue decisivo en la consolidación del neoliberalismo, 
militó en el MLN de joven y dirigió el Instituto Guatemalteco de 
Turismo durante el gobierno de Lucas García (Casaús Arzú, 2010, 
p. 104). 

Su partido político, el Partido de Avanzada Nacional (PAN), 
albergó a viejos emelenistas o actores de la contrainsurgencia. Por 
ejemplo, las reformas a la legislación minera de 1997 fueron pro-
puestas por el militar retirado y diputado del departamento de Alta 
Verapaz, Guillermo de la Cruz Gelpke, quien ocupó la comandancia 
de la base militar de Cobán cuando ocurrió la masacre de Panzós (El 
Observador, 2020, p.4).

Arzú, además de ser el artí�ce de las reformas neoliberales, inau-
guró una nueva etapa de asociación económica de la presidencia para 
de�nir la política de desarrollo nacional y aprovechar las oportuni-
dades de negocio que se per�laban. En su período, el foco de interés 
principal de la inversión tenía que ver con reanudar la exploración 
y explotación petrolera y la minería metálica. En ese entonces, Arzú 
tenía vínculos directos con las familias azucareras Buscayrol o Cam-
pollo Codina en la Compañía Petrolera del Pací�co (Solano, 2009b, 
p.3). 

Durante este gobierno también se fraguó la venta de la empre-
sa de telefonía nacional, y la privatización del sector energético, así 
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como la venta de las acciones del Estado de la Empresa Eléctrica, 
como ya fue mencionado (Bull, 2008). Ese negocio fue la obra del 
operador Leonel López Rodas, miembro del PAN, cuya hoja de vida 
incluye haber sido presidente del consejo directivo del INDE y luego 
ministro de Energía y Minas. López Rodas también cabildeó fuerte-
mente por facilitar la reapertura de Exmibal, ya que aunque se habían 
retirado del país al inicio de los ochenta, todavía poseía el derecho de 
seguir explotando los yacimientos de níquel en Izabal (El Observa-
dor, 2020). 

El gobierno de Óscar Berger (2003-2007), en particular, des-
empeñó un papel importante en el avance del extractivismo en los 
territorios. Berger fue uno de los fundadores del PAN junto a Arzú, 
y su gobierno es responsable de permitir la instalación de la Mina 
Marlin en San Marcos (sin respetar el derecho a consulta garantizado 
por el Convenio 169 de la OIT), renovar la explotación de níquel en 
Izabal y promover la instalación del ingenio Chabil Utzaj en el Valle 
de Polochic. 

Solano (2011) identi�có que los intereses del presidente en el va-
lle del Polochic estaban íntimamente vinculados a los intereses de su 
red familiar (p. 10). Esto se mani�esta, por ejemplo, con la presencia 
del hijo de Berger en el consejo de administración de Banquetzal, 
entidad que constituyó el �deicomiso para manejar el préstamo para 
construir el ingenio, o por los intereses azucareros de la familia de su 
esposa en el Valle del Polochic (Solano, 2007, p. 26). Por otra parte, 
se ha identi�cado la familiaridad del gerente de Montana Explorado-
ra (dueños de la Mina Marlin) y su vínculo de trabajo con una prima 
política de Berger (Solano, 2009a, p. 26). 

En el caso de la renovación de la concesión de la expotación de 
níquel, un análisis reciente sobre la estructura de constitución de la 
compañía que reemplazó a INCO –que se llamó Compañía Guate-
malteca de Níquel (CGN), subsidiaria de la canadiense Skye Resour-

ces–, apunta a la presencia de los intereses de Berger, la familia Ayau y 
Rodolfo Sosa de León (El Observador, 2020, pp. 6-7). Mientras que 
Berger y Sosa tienen una relación familiar al ser consuegros, Sosa y 
Manuel Ayau estuvieron relacionados en el pasado en la dirección de 
Basic Resources (El Observador, 2020, p. 8). 

En la época del auge del progresismo sudamericano, un candi-
dato que se autocali�có socialdemócrata y que llegó a la presidencia 
en Guatemala, Álvaro Colom (2008-2011), fue el primero en utili-
zar un Estado de excepción para aplastar una resistencia comunitaria 
que se manifestaba en contra de un planta cementera, en junio 2008 
(Bastos y De León, 2014, pp. 35-37). 

Colom también es responsable de profundizar en la modi�cación 
de la matriz energética del país, proyecto iniciado por su antecesor, 
con el �n de atraer IED en plantas hidroeléctricas y a base de carbón 
(Solano, 2009b). Su gobierno retomó la vieja tarea de colonizar la 
FTN, con el objetivo de agrandar el parque energético con miras a 
cubrir la demanda de las industrias extractivas y manufactureras del 
país, y que Guatemala no dependiera en hidrocarburos como sumi-
nistro energético. La “neo-colonización” de la FTN también entra 
en los planes regionales de desarrollo infraestructural, esbozados en 
planes de integración regional como el Plan Puebla Panamá (o Plan 
Mesoamérica).

La red de intereses de Colom lo vinculaba con ingenios azucareros 
(en particular el ingenio Magdalena de la familia Leal), maquileras, 
grupos de exportación de productos no tradicionales, o transnacio-
nales como Duke Energy, dueña de plantas de producción energética 
a base de carbón, hidroelectricidad y energía por medio de bunker 
(Avancso, 2017, pp. 38-39). En su momento, Duke Energy compró 
la empresa Grupo Generador de Guatemala, subsidiaria de Conste-
llation Power Development, dueña de las plantas termoeléctricas de la 
Empresa Eléctrica de Guatemala desde 1997 (Avancso, 2017, p. 42).
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Más adelante, la llegada del general jubilado Otto Pérez Molina 

al poder (2012-2015), con nexos profundos con estructuras paralelas 

formadas durante la contrainsurgencia, signi�có la “mayor militari-

zación del sistema de seguridad” y la profundización de la represión 

para el control poblacional (Solís, 2012, p. 23). 

Su gobierno representa, de cierta forma, la respuesta del sector 

dominante a las diferentes formas de organización comunitaria y de 

protesta social que iniciaron en reacción al inicio de operaciones de 

la Mina Marlin en 2005, y la entrada en vigor de los tratados de libre 

comercio que prometían mayores inversiones y megaproyectos en los 

territorios. A inicios de la década de dos mil diez, se podía apreciar 

un aumento de los movimientos sociales organizados en reacción al 

avance del extractivismo en el país, y distintas resistencias comunita-

rias organizadas en torno al derecho de consulta popular (Dougherty, 

2011). 

El continuum contrainsurgente 

en el período neoliberal

El extractivismo del siglo XXI en Guatemala signi�có un aumento 

de la con!ictividad local, así como de casos registrados de violencia 

en contra de lo que en términos genéricos se llama “defensores de 

derechos humanos” (líderes comunitarios, abogados, ambientalis-

tas, miembros de organizaciones no gubernamentales, etc.) (Padilla, 

2019). La escalada de la represión que ocurre conforme se profun-

diza en el extractivismo neoliberal es un fenómeno complejo que en 

este estudio se puede explicar por: la presencia en el gobierno y en 

la sociedad de miembros de las estructuras paralelas que surgieron 

del ejército durante la guerra y que se formaron en tácticas contra-

insurgentes; y dos, su vinculación con una amplia gama de intereses 

oligárquicos provenientes del G-8, que ocupan densamente los pro-

yectos extractivos (Illescas, 2012). 

En esto último, tanto CMI como Cementos Progreso han sido 

los grupos que más han invertido en el desarrollo del parque hidroe-

nergético. Ambas corporaciones son socias de la transnacional italia-

na ENEL, mientras que CMI está asociada con el Grupo Cobra del 

magnate español Florentino Pérez, que �nancia la construcción de las 

hidroeléctricas Oxec I y II, y las fases III, IV y V de RENACE, en el 

río Cahabón (Alta Verapaz). La familia Ayau también está presente 

en estas y otras inversiones, como asociado de Cementos Progreso o 

como parte del llamado Grupo Fabrigas (Solano, 2009; 2013; 2018). 

Otro socio importante de estos proyectos ha sido la constructora 

israelí Solel Boneh, que también es la empresa que construye desde 

hace 10 años la carretera de la FTN, y que inició operaciones en el país 

en el período más cruento de la contrainsurgencia (Solano, 2007). 

En este entramado de intereses, las empresas de seguridad privada 

que le prestan servicios a las hidroeléctricas, mineras y plantaciones, 

también constituyen un vínculo con el pasado represivo. La gran ma-

yoría de estas empresas son israelitas. 

Por ejemplo, en un análisis del papel que juegan dos empresas 

israelitas en el proyecto de construcción de la hidroeléctrica OXEC 

(Solel Boneh, GU-IS Corporation), Solano (2018) demuestra los 

vínculos existentes con el empresario Uri Roitman. Roitman es cono-

cido por hacer negocios vinculados con los servicios de inteligencia 

militar y seguridad privada, así como por sus nexos con la Embajada 

de Israel. Roitman también fue acusado y luego condenado a 11 años 

de prisión por su involucramiento en la estafa del “agua mágica”, jun-

to a la vicepresidente del gobierno de Pérez Molina, Roxana Baldetti 

(Nómada, 2018). 

La relación de Roitman con Pérez Molina inicia cuando el prime-

ro llegó al país, en la época de Lucas García. En ese entonces conoció 
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a Pérez Molina, quién formaba parte del Estado Mayor Presidencial 
como miembro de la Unidad de Inteligencia y Seguridad Presidencial 
(Solano, 2018)23.

En las resistencias comunitarias al avance de megaproyectos se 
presentan sucesos que recuerdan las tácticas usadas durante la guerra 
para justi�car el uso de la fuerza en contra de civiles. Esto sucede 

seguido por la cercanía que aún existe entre los intereses de las em-
presas y las fuerzas del orden, así como por la presencia de agentes 
de seguridad que aprendieron a resolver con�ictos utilizando tácticas 
contrainsurgentes (Mazariegos Rodas, 2018; Avancso, 2020). 

En ese sentido, cada caso de estudio puede revelar conexiones 
profundas que re�ejan los arreglos que iniciaron durante la guerra. 
Sin embargo, en varios casos se repiten patrones que tienen que ver 
con la participación de agentes de seguridad vinculados a las prácticas 
contrainsurgentes del pasado. Más allá de las prácticas de violencia 
extrema –física y psicológica– que ocurre en cada caso documentado 

(Avancso, 2020), en el caso de la reactivación de la minera de níquel 

en El Estor, el principal responsable de las violaciones a los derechos 

humanos (violaciones sexuales, agresiones físicas y asesinato) de las 

comunidades Q’eqchi’ asentadas en tierras que reclamaba como suyas 

la minera, fue su jefe de seguridad, el coronel retirado Mynor Ronal-

do Padilla González (Avancso, 2020; Russell, 2018; El Observador, 

2020). Este último no es el único actor ex militar vinculado con las 

operaciones de seguridad de la minera. En realidad, su participación 

en la “militarización” de las operaciones mineras es parte de una den-

23 La estafa del agua mágica, que consistió en la compra de una fórmula misteriosa 
con la que se pretendía limpiar el Lago de Amatitlán, fue uno de muchos actos de 
corrupción en los que aparecieron vinculados políticos y financistas de campaña del 
gobierno mismo. Estas vinculaciones fueron la columna vertebral de los procesos 
penales que inició el Ministerio Público y la Cicig a partir de 2015, generando un clima 
de crisis política sin precedentes en el país. Los logros de las investigaciones de la 
Cicig constituyen uno de los pocos legados tangibles de los Acuerdos de Paz, tal y 
como hace alusión Figueroa Ibarra en un breve diagnóstico reciente (2017). 

sa red que vincula a la empresa con ex militares y ex funcionarios del 

gobierno de Berger (El Observador, 2020, pp. 13-20). 

En un juicio sin precedentes en la justicia canadiense, un grupo 

de comunitarias de la comunidad Lote 8 de El Estor demandaron a la 

transnacional responsable por las acciones de la CGN por la violencia 

cometida en su contra de 2007 a 2009 (Avancso, 2020). Conforme 

ha avanzado el juicio, la empresa ha tenido que presentar documen-

tos que evidencian los nexos de corrupción que la vinculan con el 

aparato represivo del Estado. 

Según Grahame Russell, abogado y director de la organización 

Rights Action en Canadá, los documentos de Hudbay Minerals de-

muestran que la empresa pagó con cientos de miles de dólares la 

plani�cación e implementación de los desalojos de las comunidades 

al ejército y a la Policía Nacional Civil, a través de intermediarios que 

les entregaron los fondos; los directivos de Hudbay y CGN también 

aprobaron sobrevuelos en helicópteros en las comunidades para ate-

rrorizar a los comunitarios, con pleno conocimiento de las tácticas 

represivas de la guerra y el impacto que podría tener tal acción en 

la psique de los comunitarios. También se evidenció que la empresa 

buscaba a propósito que no se lograra una solución negociada al con-

�icto de tierras (Russell, 2018). 

El 17 de diciembre de 2020, Mynor Padilla se declaró culpa-

ble por el asesinato del líder comunitario Adolfo Ich y por herir de 

gravedad a German Chub, que ahora se encuentra paralizado, en el 

desalojo del 27 de septiembre de 2009 (Binks-Collier, 2021). 
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La lógica liberal de despojo 

continúa durante la paz

El equipo de investigación de Avancso (2020) recuerda que en la mis-

ma época de las negociaciones de paz, el gobierno continuó llevando 

a cabo desalojos forzosos de familias campesinas asentadas en terre-

nos que reclamaban como suyos distintos terratenientes (p. 184). 

Desde entonces, cada gobierno ha perpetrado desalojos agrarios, 

aunque estos son frecuentemente subregistrados (Avancso, 2020). 

Para mediados de la década del año dos mil, ya existían reportajes 

en los que se hablaba de un nuevo fenómeno de acaparamiento de 

tierras en la FTN por poderosos grupos empresariales que retomaron 

el proyecto expansionista de los años setenta. Solano (2007) descri-

be el mecanismo de inversión que funcionaba, primero, comprando 

muchas de las tierras que fraudulentamente fueron traspasadas por 

los gobiernos militares de Arana y los sucesivos de Kjell Laugerud y 

Lucas García a sus socios militares, políticos y empresarios. Segun-

do, revendiendo tierras al Estado para que hoy, bajo el esquema del 

mercado de tierras, pueda suplir la creciente y continua demanda de 

grupos de campesinos y desplazados por asentarse y, por otra parte, 

para que desde el gobierno pueda contener las presiones por una re-

forma agraria; tercero, mediante los desalojos violentos propiciados 

por muchos �nqueros en tierras donde se montan varios de los pro-

yectos económicos (p. 5). 

En esta línea, el interés por expandir la producción de cultivos 

comerciales (palma africana, caña de azúcar, banano, piña), tanto en 

el nororiente como en la costa sur, se monta sobre estos mecanismos 

de desposesión con un proceso acelerado de compra-venta de tierras 

comunales (Avancso, 2020). 

Desde el gobierno de Otto Pérez Molina hasta el actual, se perpe-

túa un discurso militarista y contrainsurgente, a la vez que se ocultan 

los registros o�ciales sobre desalojos en el país (pp. 205-206). Es pro-

bable que la cantidad de desalojos haya incrementado con la llegada 

de Pérez Molina al poder (Avancso, 2020, p. 206). Por otra parte, 

también se producen desalojos no violentos de campesinos que se ven 

forzados a vender sus territorios. Comunidades campesinas enteras 

terminan rodeadas por plantaciones de banano o palma (Avancso, 

2020, p. 207). 

Los desalojos, el acaparamiento de tierras y la violencia en contra 

de las comunidades que resisten son elementos que, como se ha visto 

en este estudio, hacen parte de la matriz colonial de poder (Alimon-

da, 2011; Mazariegos Rodas, 2018) que se reproduce hasta la ac-

tualidad. La expansión de monocultivos o de la actividad minera en 

los territorios se topa con la resistencia de comunidades que habitan 

tierras en las que, desde los años de la guerra, no hay certeza jurídica 

sobre quiénes son los propietarios. 

Además de continuar con la política de desalojos de sus prede-

cesores, al �nal del mandato del presidente Jimmy Morales (2016-

2020) y desde el inicio del gobierno actual, de Alejandro Giammattei 

(2020-2024), se han multiplicado los estados de excepción que usa 

el gobierno para ganar por la fuerza la pelea sobre los derechos de 

propiedad en disputa. Ambos gobiernos han demostrado interés por 

defender los intereses de las empresas palmeras, así como de la em-

presa de níquel. 

En ese sentido, Batres Marroquín (2020) recuerda que el inicio 

de la contrarrevolución también fue marcado por una “exceptocra-

cia” con la que se buscaba depurar violentamente la amenaza comu-

nista (p. 1). El mal uso de la Ley de Orden Público con el objetivo de 

militarizar los territorios y perseguir a las personas que fueron iden-

ti�cadas como subversivas (Batres Marroquín, 2020), es una línea 

coercitiva especí�ca que une el presente con el pasado. 
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Solo en el primer año de su gestión, Giammattei impuso seis 
estados de excepción no vinculados con la pandemia mundial por 
COVID-19 ni con otro tipo de desastre natural (Batres Marroquín, 

2020, p. 11). Estas acciones fueron un especie de acto de continuidad 

con el presidente saliente, Jimmy Morales. En septiembre de 2019, el 

presidente saliente decretó un estado de sitio masivo justi�cado por 

un confuso caso en el que tres soldados que supuestamente perseguían 

una “narcoavioneta” fueron asesinados en El Estor (Elías, 2019). Sin 

pruebas contundentes, el presidente de todos modos acuñó el caso 
a la supuesta presencia de “grupos insurgentes que se han vinculado 
con el narcotrá�co” en los departamentos de Petén, Alta y Baja Vera-

paz, El Progreso y Zacapa (Batres, 2020), asistidos por “pseudo de-

fensores de derechos humanos y pseudo campesinos” (Elías, 2019). 

Giammattei, desde el inicio de su mandato, se apresuró a cerrar 

de�nitivamente varias instituciones creadas por los Acuerdos de Paz 

que llevaban el registro de la con�ictividad agraria –la Secretaría de 

Asuntos Agrarios (SAA) y la Comisión Presidencial de Derechos Hu-

manos (COPREDEH)–, además de la Secretaría de la Paz (SEPAZ) 

y la Secretaría Presidencial de la Mujer. Un extrabajador de la SEPAZ 

declaró que estos actos constituyeron el “tiro de gracia a la institucio-

nalidad de la paz” (Toro, 2020). 

Conclusión

La presente contribución al Proyecto ERC RIVERS parte de la iden-

ti�cación de los dispositivos históricos nacionales que ayudan a ex-

plicar el desarrollo del extractivismo y el papel que juega el agua en 

particular en este fenómeno. Estos dispositivos están vinculados al 

proyecto de desarrollo hidroenergético actual y, a la vez, al extracti-

vismo neoliberal. 

El argumento desarrollado a lo largo del estudio es que la recon-

�guración de los territorios para favorecer la explotación intensiva de 

las fuentes de agua es el resultado de un legado de prácticas de acu-

mulación por desposesión, concretado por distintos ensamblajes de 

poder que crearon una infraestructura legal y coercitiva para llevarlo 

a la práctica, en distintas fases históricas. 

¿En qué consiste este legado de dispositivos hidro-extractivos? 

Partiendo desde los tiempos de la Colonia, hay que considerar que la 

relación de dependencia económica del país con los mercados mun-

diales es un rasgo fundamental de la matriz colonial de poder. La 

extracción de recursos naturales y el trabajo forzado eran elementos 

constitutivos de la organización social. 

Después de la independencia, la política del gobierno central 

para controlar el circuito comercial hacia el Atlántico pasó, paradó-

jicamente, por la decisión de ceder vastas tierras a compañías y a 

colonos extranjeros, con el �n de construir indirectamente un Estado 

y una sociedad vinculada a las necesidades del mercado mundial y, 

de cierta forma, ajustada a un imaginario social dominante. En este 

ímpetu inicia el “despojo racializado” de pueblos originarios, como 

en el caso Q’eqchi’ (Ybarra, 2017; Avancso, 2016, 2020). 

Enseguida, la forma �nquera del Estado liberal cafetalero de �-

nales del siglo XIX permitió la ascensión de los alemanes a los rangos 

de la oligarquía, gracias a su vinculación con el capital �nanciero 

y comercial internacional. Esto les permitió acelerar la producción 

de café para exportación, concentrar la tierra y establecer leyes para 

mantener el sistema de trabajo forzoso indígena (Tischler Visquerra, 

1998). La consolidación del gobierno central sucede precisamente 

en esta etapa de formación del Estado, con la llegada de dictadores 

perennes como Manuel Estrada Cabrera o Jorge Ubico. 

El extractivismo, tal y como fue de�nido por Gudynas (2009), 

inicia en este período. La explotación masiva de la naturaleza sucede 
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en particular con la llegada de la multinacional estadounidense Uni-
ted Fruit Company al país. La UFCO creó su propio imperio expor-
tador gracias a un régimen de concesiones habilitado por el mismo 
presidente, con el que obtuvo el control exclusivo de infraestructura 
estratégica y de tierras fértiles en el valle del Motagua, con mucha 
disponibilidad de agua para desarrollar la industria bananera. 

Durante el período de la República Bananera, el acceso al agua 

se convirtió en un mecanismo de acumulación de capital que recaía 

en la privación a campesinos de acceder a agua para riego (o sim-

plemente para subsistir) y así forzarlos a vender sus tierras. Por otra 

parte, el control de infraestructura estatal estratégica –como las vías 

férreas, plantas hidroeléctricas, aduanas y puertos– también formaba 

parte del “Estado dentro del Estado” que consolidaron las compañías 

extranjeras, de las que solo algunos sectores cercanos a los intereses de 

estas recuperaban algún bene&cio. 

Inicia en esta fase una transición de las formas de explotación 

rentistas que antes recaían sobre la explotación de mano de obra in-

dígena, y que se concentrarán paulatinamente en el acaparamiento de 

tierras, ríos e infraestructura, para que las agrupaciones que dirigen el 

Estado puedan acumular capital. La gran diferencia con el pasado es 

la puesta al servicio del extractivismo del aparato estatal, en el marco 

de un paradigma especí&co de desarrollo.

Con el “desarrollismo Estadocéntrico” que inicia a mediados del 

siglo XX, el agua se convierte en un elemento estratégico dentro de 

los planes de desarrollo centralizados para aumentar las capacida-

des estatales mediante la explotación de los recursos naturales del 
país. El agua era estratégica debido al potencial del país para produ-

cir hidroelectricidad y alimentar así los nacientes sectores minero y 

petrolero. La construcción de un parque energético potente era un 

componente importante de los planes de explotación de la Franja 

Transversal Norte, en la que se proyectó el nuevo extractivismo. 

Todo esto fue pensado desde una lógica de lucha contra el ene-

migo interno que impregnó las decisiones principales del gobierno 

gracias a la asesoría de shock que le brindó al país los Estados Unidos 

(con operadores clave como los hermanos Allen y John Dulles), bo-

rrando la distinción entre oportunidades de lucro personal, desarro-

llo de infraestructura pública y estrategia militar. 

El desenlace de esta conjunción de factores fue la política geno-

cida del Estado, ya que la guerra también tuvo como objetivo “des-

pejar” las zonas que habían sido identi&cadas como áreas de expan-

sión extractivista, de las poblaciones que se opusieran a los planes de 
desarrollo del gobierno (Kading, 1999; Ybarra, 2017). La violencia 
genocida también incluyó atacar a poblaciones que resistían ante la 

construcción de plantas hidroeléctricas o el despojo de tierras: las ma-

sacres de Panzós (1978) o de Río Negro (1982) sucedieron sin la pre-

sencia de movimientos guerrilleros en las comunidades devastadas. 

Con el &n del con*icto armado interno, las pruebas dispersas 

presentadas con las que se puede apreciar el argumento de Schirmer 

(2001) sobre el nexo profundo de la contrainsurgencia con la demo-

cracia, demuestran, a lo mínimo, que el extractivismo del siglo XXI en 

Guatemala es un modelo de despojo volcado más que nunca a la ex-

plotación de la naturaleza y la colonización de espacios como la FTN. 
Este modelo es dirigido por los grupos empresariales (trans)na-

cionales que controlan la entrada del capital extranjero al país, me-

diante el acceso a la tierra y a operadores políticos, y al sistema &nan-

ciero (Bull y Aguilar-Støen, 2016; Bull, Castellacci, Kasahara, 2014). 

En esencia, la transición de regímenes también signi&có la transfe-

rencia del proyecto extractivista de las juntas militares a los grupos 

empresariales transnacionales, en una nueva fase de capitalismo ren-

tista transnacional (Segovia, 2021), o de “recon&guración cooptada 

del Estado” (Garay y Salamanca, 2012; Mazariegos Rodas, 2018). 

En este estudio se intentó visibilizar la labor de brokers de poder que 
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venían de la contrainsurgencia, o que tenían vínculos con el MLN, 

como un mecanismo importante de continuidad con el pasado. 

Las corporaciones (trans)nacionales se vuelven intermediarios 

indispensables para la entrada de la inversión extranjera, porque con-
trolan recursos económicos y políticos esenciales. Desde que inicia la 
transición democrática, casi todos los gobiernos electos han defen-
dido agresivamente la agenda extractivista y el desarrollo privatizado 
del parque hidroenergético. Casi todos los gobiernos de esta era han 
recibido �nanciamiento de estos grupos económicos para sus campa-
ñas políticas.

El abuso de los estados de emergencia, que parten de ordenes 
presidenciales, son un claro indicador del peso que tiene la agenda 
extractivista en la cúspide del poder gubernamental. 

Otro proceso “privatizador”, más incidioso aún, fue la privatiza-

ción de servicios de seguridad y control poblacional, con los que las 
compañías transnacionales logran implantarse en los territorios por 
la fuerza. La privatización de servicios de contrainteligencia/contra-
insurgencia para dispersar resistencias comunitarias es la prueba más 
�agrante en estos aspectos. En ese sentido, “los con�ictos socioam-
bientales dan cuenta de una dialéctica nada sutil entre lo legal y lo 
ilegal, en la que las corporaciones, muchas veces en colusión con re-
des criminales, se mueven para consolidar un sistema de privilegios” 
(Mazariegos Rodas, 2018, p. 8).

Sin embargo, otra constante a lo largo de la historia del extracti-
vismo en Guatemala y Latinoamérica, como lo recuerda Harder Horst 
(2019), son las manifestaciones de resistencia y protesta social que 
mantienen en particular los pueblos originarios, en las que el agua jue-
ga un papel cada vez más estratégico, en la medida que se reconoce la 
vinculación vital de los pueblos originarios con la naturaleza. Es difícil 
contar la historia del extractivismo, y de las dinámicas territoriales, sin 
considerar el rol de la resistencia en los ensamblajes �nales.
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